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Secretària
Sonia Ferrero Cots

-------------------
En la Ciudad de Alcoy, siendo las 13:14 horas, del día 21 de mayo de 2026 se reúnen en la
Casa Consistorial, en primera convocatoria, presididos por el Alcalde-Presidente, el señor
Antonio Francés Pérez, los señores concejales arriba mencionados, miembros del Pleno, a
los cuales legalmente se han convocado.

Asisten de forma telemática un interprete de lenguaje de signos, pertenecientes a FESORD.

Da fe del acto la Secretaria de la Corporación, Sonia Ferrero Cots.

Sr. alcalde
Bon dia, bona vesprada ja, a totes i tots. Saludem també a aquells que ens seguixen per les
xarxes de l'Ajuntament. Anem a iniciar la sessió extraordinària del plenari, Sra. secretària.

Abierto  el  acto  se  procede  al  examen de  los  asuntos  contenidos  en  el  orden  del  día,
adoptándose los acuerdos siguientes:

1. 1953/2024 CONTRACTACIÓ 
INADMISSIÓ  DEL  RECURS  DE  REPOSICIÓ  I  DE  L'ESCRIT  D'AL·LEGACIONS
CONTRADICTÒRIES INTERPOSAT A  L'ACORD DEL PLE DE 26 DE GENER DE 2026
REFERENT  A  L'APARCAMENT  SUBTERRANI  DE  ROTACIÓ  PER  A  VEHICLES
AUTOMÒBILS EN L'ÀREA DE LA PLAÇA DE LA CONSTITUCIÓ D'ALCOI-ROSALEDA.

PRIMERO.- Por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Alcoy de fecha 25 de mayo de 2001,
se  acordó  adjudicar  el  contrato  de  gestión  del  servicio  público  de  REDACCIÓN  DE
PROYECTO TÉCNICO Y EJECUCIÓN DE LA OBRA DE CONSTRUCCIÓN Y POSTERIOR
EXPLOTACIÓN DE APARCAMIENTO SUBTERRÁNEO DE ROTACIÓN PARA VEHÍCULOS
AUTOMÓVILES EN EL ÁREA DE LA PLAZA DE LA CONSTITUCIÓN DE ALCOY a la Unión
Temporal  de  Empresas  ENRIQUE ORTIZ  E  HIJOS,  CONTRATISTA DE OBRAS,  S.A.  -
AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN, S.A., UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY
18/1982, DE 26 DE MAYO (en adelante, U.T.E LA ROSALEDA)., contrato que fue firmado el
21 de septiembre de 2001

SEGUNDO.- En ejecución de la Sentencia firme nº1504/05 de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección Tercera, del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Valenciana, el Ayuntamiento de Alcoi ha ejecutado las obras de REFORMA DEL EDIFICIO
DE APARCAMIENTOS SUBTERRÁNEOS Y REPOSICIÓN DE ZONA   VERDE EN SU
CUBIERTA EN  LA PLAZA  DE LA CONSTITUCIÓN.
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Que en desarrollo y a fin de ejecutar la citada sentencia se dictaron diversas diligencias de
ordenación, culminando todo el procedimiento con la licitación y posterior adjudicación el
pasado 13 de noviembre 2023,  resolución de Alcaldía número 6100/2023 ,  del contrato
relativo a las OBRAS DE REFORMA EN PLAZA DE LA CONSTITUCIÓN (LA ROSALEDA)
PARA CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA DEL TSJCV C.1439 a la mercantil U.T.E. LA
ROSALEDA, habiéndose formalizado el oportuno contrato de ejecución de obra el pasado 1
de diciembre de 2023.

TERCERO.- En fecha 13 de diciembre de 2023 se notifico a la concesionaria el cese de su
actividad en el parking  con efectos del 1 de marzo de 2024, todo ello en cumplimiento de la
sentencia indicada anteriormente.

CUARTO.- En fecha 2/02/2024 por el pleno municipal se acordó iniciar el correspondiente
expediente de suspensión de la ejecución del contrato gestión del servicio público de
REDACCIÓN DE PROYECTO TÉCNICO Y EJECUCIÓN DE LA OBRA DE
CONSTRUCCIÓN Y POSTERIOR EXPLOTACIÓN DE APARCAMIENTO SUBTERRÁNEO
DE ROTACIÓN PARA VEHÍCULOS AUTOMÓVILES EN EL ÁREA DE LA PLAZA DE LA
CONSTITUCIÓN DE ALCOY y convocando al concesionario el 5 de marzo de 2024 para
levantar acta suspensión, habiéndose suscrito en dicha fecha. 

QUINTO.- En fecha 1 de marzo de 2024 se acordó por el Pleno municipal, la suspensión de
la ejecución del contrato de gestión del servicio público de REDACCIÓN DE PROYECTO
TÉCNICO Y EJECUCIÓN DE LA OBRA DE CONSTRUCCIÓN  Y  POSTERIOR
EXPLOTACIÓN DE APARCAMIENTO SUBTERRÁNEO DE ROTACIÓN PARA VEHÍCULOS
AUTOMÓVILES EN EL ÁREA DE LA PLAZA DE LA CONSTITUCIÓN DE ALCOY, a partir
del día 5 de marzo de 2024.

SEXTO.- Si bien la fecha de finalización inicialmente prevista de las obras de reforma era el
22 de noviembre de 2024, lo cierto es que el aparcamiento fue recibido con deficiencias en
fecha 30 de junio de 2025, habiéndose subsanado las mismas el 4 de agosto de 2025.

SÉPTIMO.- Tras dicha recepción, mediante Acuerdo del Pleno de 5 de septiembre de 2025
se acordó el alzamiento de la suspensión de la actividad, ordenando al concesionario la
reanudación de la explotación del aparcamiento, convocándoles a la suscripción del opor-
tuno Acta, que finalmente fue suscrita tanto por la UTE como por el Ayuntamiento, previos
informes técnicos favorables de la Dirección Facultativo y del Ingeniero municipal, en fecha
24 de septiembre de 2025.

Frente al citado Acuerdo de reanudación podía interponer recurso de reposición en el plazo
de un mes o directamente recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses des-
de su notificación. Sin embargo, no se interpuso recurso alguno, habiendo devenido en firme
y consentido. 

OCTAVO.-Tras haberse suscrito el oportuno Acta de levantamiento se suspensión, siendo
que continuaba la UTE adjudicataria sin reanudar la actividad, mediante Oficio de la Conce-
jal delegada en materia de contratación de 19 de noviembre de 2025 se reiteró la obligación
de la concesionaria de reanudar la explotación de la actividad.
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Frente al citado Oficio municipal, en fecha 3 de diciembre de 2025 se formula por el Gerente
único de la UTE escrito de oposición, el cual fue inadmitido por el Pleno en sesión celebrada
el día 26/01/2026.

NOVENO.- En fecha 17/02/2026 se presenta por registro de entrada comunicación de la su-
cesión empresarial de VECTALIA PARK SLU en la posición jurídica que ostentaba CORPO-
RACIÓN EMPRESARIAL VECTALIA, S.A. (antes AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN SA)
dentro de la UTE ROSALEDA.

DÉCIMO.- En fecha 25/02/2026 se presenta por registro de entrada escrito de alegaciones
contradictorias contra el acuerdo del ayuntamiento en pleno de fecha 26/01/2026,  solicitan-
do se declare imposibilidad técnica objetiva acreditada para la reapertura del inmueble del
aparcamiento en condiciones de seguridad.

UNDÉCIMO.- En fecha 05/03/2026 se presenta por registro de entrada recurso de reposi-
ción contra el acuerdo del ayuntamiento en pleno de fecha 26/01/2026.

Consta en el expediente informe técnico del ICCP Municipal de fecha 30/10/2025 con CSV
15704506446712613054 desestimando los puntos alegados como obstáculo para la puesta
en marcha del aparcamiento. Dicho informe fue trasladado a la UTE ROSALEDA en fecha
31/10/2025.

Consta en el expediente informe técnico del ICCP Municipal de fecha 6/11/2025 con CSV
15704505613746436015 con  referencia  “al  informe factual  sobre  la  estructura  existente
redactado  por  la  UPV  requiriendo  al  concesionario  para  que  presente  un  proyecto  de
reparación en el plazo de dos meses. Dicho informe fue trasladado a la UTE ROSALEDA en
fecha 6/11/2025.

Consta en el expediente informe presentado por el Director de obra de fecha 22/12/2025 con
CSV 15705411575437137747  en el que se concluye que se puede reanudar la actividad del
aparcamiento no estando comprometida la estabilidad y resistencia estructural en el corto
medio plazo. Dicho informe fue trasladado con el acuerdo pleno de fecha 26/01/2026

Consta en el expediente informe emitido  por el TAG del departamento de contratación  de
fecha  21/01/2026  con  CSV  16340665611074402656 donde  se  concluye  que  no  se  ha
conculcado  en  ningún  momento  el  derecho  del  concesionario  a  recibir  la  información
pertinente y adecuada dado que ha quedado acreditado que todos los escritos  evacuados
por  la  ute  concesionaria  han  tenido  respuesta  en  tiempo  y  forma.  Dicho  informe  fue
trasladado con el acuerdo pleno de fecha 26/01/2026

Consta  en  el  expediente  informe  emitido   por  el  Jefe  del  departamento  de  licencias  y
aperturas  de fecha 17/03/2026 con CSV 16340665711430026620 que se traslada con el
presente acto.

Consta en el expediente informe técnico del ICCP Municipal de fecha 7/4/2026 con CSV
16340666066076515611 que se traslada con el presente acto.
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Consta en el expediente informe presentado por el Director de obra de fecha 09/04/2026 con
CSV  16341570253330145762 que se traslada con el presente acto así como el informe
emitido en fecha 14/02/2025 con CSV 15705411047444743305

Consta en el expediente informe de noguera y abogados con  CSV 16342141442772502320
donde se indica :  

Primero  .-   Constituye el objeto del presente informe el recurso de reposición formulado por
“ENRIQUE ORTIZ E HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS S.A. – VECTALIA PARK S.L.U.,
UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS” frente al Acuerdo del Pleno de 26 de enero de 2026,
por el que se inadmite el escrito de oposición formulado por la UTE adjudicataria el 3 de
diciembre de 2025 frente al Oficio de la Concejal delegada en materia de contratación de 19
de  noviembre  de  2025 por  tratarse  de  un  acto  no  susceptible  de  recurso  y  por  haber
transcurrido el plazo para la interposición del recurso, respectivamente, por cuanto el citado
Oficio es una mera reproducción de un Acuerdo plenario anterior firme y consentido por la
adjudicataria.

En  síntesis,  el  recurso  de  reposición  se  fundamenta  en  la  inexistencia  de  firmeza  del
acuerdo plenario de 5 de septiembre de 2025, en la ausencia de título habilitante válido y
actualizado para la explotación del aparcamiento, la existencia de riesgos estructurales y
deficiencias  graves  que  impiden  la  apertura,  la  necesidad  de  que  las  instalaciones  se
encuentren en conficiones de plena operatividad y seguridad,  así  como la existencia de
desviación de poder.

Asimismo,  se  solicita  la  suspensión cautelar  del  acuerdo plenario  recurrido  mientras  se
resuelva el referido recurso. 

Por  otro  lado,  consta  presentado  por  “ENRIQUE  ORTIZ  E  HIJOS  CONTRATISTA DE
OBRAS S.A. – VECTALIA PARK S.L.U., UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS” un escrito de
alegaciones contradictorias frente al mismo Acuerdo plenario de 26 de enero de 2026, en el
que, básicamente, se aduce falta de documentación para el adecuado ejercicio de defensa,
así  como se reiteran los motivos técnicos que,  a  su juicio,  impedirían la  reapertura  del
aparcamiento, tales como existencia de patologías estructurales relevantes, reconocimiento
de patologías persistentes por la Dirección facultativa, recubrimiento insuficiente y corrosión,
impedimentos operativos de apertura, etc.

Segundo.- Con carácter previo, cabe advertir que, a diferencia del escrito de oposición cuya
inadmisión se impugna, el recurso de reposición y el escrito de alegaciones contradictorias
ha  sido  formulado por  “ENRIQUE ORTIZ  E HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS S.A.  –
VECTALIA PARK S.L.U., UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY 18/82”.

Sin embargo, como puede comprobarse, la UTE recurrente no coincide con la adjudicataria
del  contrato de redacción de proyecto técnico y  ejecución de la  obra de construcción y
posterior explotación de aparcamiento subterráneo de rotación para vehículos automóviles
en el área de la plaza de la Constitución de Alcoy, que es la denominada “ENRIQUE ORTIZ
E HIJOS, CONTRATISTA DE OBRAS, S.A. - AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN, S.A.,
UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY 18/1982, DE 26 DE MAYO (en adelante, la UTE
o UTE La Rosaleda)”.
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A tal efecto, consta presentado un escrito de 17 de febrero de 2026, por el representante de
la mercantil ENRIQUE ORTIZ E HIJOS, CONTRATISTA DE OBRAS, S.A., afirmando que,
mediante escritura pública otorgada en Sant Joan d’Alacant en fecha 20 de enero de 2026
ante la Notaria Dª Isabel Maria Mayordomo Fuentes, protocolo nº79, la cual adjunta, “se
formalizó  escritura  de  cambio  de  socio,  cambio  de  denominación  social  y
modificación de miembros del Comité de Gerencia de la “UTE ROSALEDA”. 

Asimismo, arguye que “la citada escritura trae causa de la segregación de unidad productiva
acordada  por  CORPORACIÓN  EMPRESARIAL  VECTALIA,  S.A. (antes  denominada
AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN,  S.A.),  formalizada en escritura  de fecha 20 de
octubre de 2023,  por la que se transmitió por segregación a favor de VECTALIA PARK,
S.L.U.  la  unidad  económica  independiente  que  comprendía,  entre  otros  elementos,  la
participación que aquella ostentaba en la “UTE ROSALEDA”, así como que “dicha operación
tiene carácter de sucesión universal, subrogándose VECTALIA PARK, S.L.U. en la totalidad
de  derechos  y  obligaciones  que  correspondían  a  CORPORACIÓN  EMPRESARIAL
VECTALIA, S.A., incluida su participación del 50% en la “UTE ROSALEDA”.

Al respecto, se afirma que “la presente comunicación se realiza al amparo de lo dispuesto
en el  artículo 98 y  concordantes de la  Ley  9/2017, de Contratos del  Sector Público,  al
tratarse  de  un  supuesto  de  sucesión  empresarial  derivada  de  modificación
estructural”, solicitando que “se tenga por producida la sucesión empresarial descrita y por
subrogada a VECTALIA PARK, S.L.U. en la posición jurídica que ostentaba CORPORACIÓN
EMPRESARIAL VECTALIA, S.A. (antes AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN, S.A.) dentro
de la UTE ROSALEDA, a los efectos de la ejecución contractual en su actual configuración”.

En primer lugar, cabe advertir que, según se nos traslada por los servicios municipales, no
consta comunicada con anterioridad segregación ni sucesión empresarial alguna (de hecho,
tampoco se aporta ahora la correspondiente escritura notaria), siendo la única comunicación
efectuada la del cambio de socio en febrero de 2026. 

Pues bien, teniendo en cuenta la normativa aplicable ratione temporis, no se prevé la figura
del cambio de socio ni de la sustitución de las empresas componentes de la unión temporal
de empresas en el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de junio (en adelante, TRLCAP).

Por consiguiente, el  único precepto que podría tener encaje legal de conformidad con la
legislación que resulta de aplicación al contrato de concesión de obra pública de referencia
es el  artículo 114 del  TRLCAP,  relativo a la cesión de los contratos,  en cuya virtud se
dispone lo siguiente: 

1. “Los derechos y  obligaciones dimanantes  del  con trato podrán ser  cedidos a  un
tercero siempre que las cualidades técnicas o personales del cedente no hayan sido razón
determinante de la adjudicación del contrato. 

2. Para que los adjudicatarios puedan ceder sus derechos y obligaciones a terceros
deberán cumplirse los siguientes requisitos: 
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a) Que el órgano de contratación autorice expresamente y con carácter previo la  
cesión. 

b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20 por 100 del importe del contrato, o
realizada  la  explotación  al  menos  durante  el  plazo  de  una  quinta  parte  del  tiempo  de
duración del contrato si éste fuese de gestión de servicios públicos.

c) Que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Administración y la solvencia
exigible de con formidad con los artículos 15 a 20, debiendo estar debidamente clasificado si
tal requisito ha sido exigido al cedente. 

d) Que se formalice la cesión, entre el adjudicatario y el cesionario, en escritura pública.

3. El  cesionario  quedará  subrogado  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  que
corresponderían al cedente. 

4. La Administración no autorizará la cesión del con trato en favor de personas incursas
en suspensión de clasificaciones o inhabilitadas para contratar”.

En  consecuencia,  resulta  evidente  que  cualquier  modificación  o  sustitución  en  la
composición  de  la  UTE  adjudicataria  debió  ser  comunicada  previamente  al  órgano  de
contratación,  estando supeditada en todo momento a la autorización previa del Pleno
municipal. 

Precisamente  en  ese  sentido  se  ha  pronunciado  la  Junta  Consultiva  de  Contratación
Administrativa, por todos, en su Informe 1/2016 en el que se afirma lo siguiente: 

“Se constata que dada la naturaleza de la UTE y la "separación" de los miembros de este
tipo  de  actividades  no  se  corresponde  con  las  modificaciones  estructurales  de  las
sociedades mercantiles que se prevén en el artículo 85 TRLCSP, y en concreto, con la figura
de la escisión, dado que UTE desaparece con la extinción de uno de sus miembros y no se
puede dar continuidad a la mercantil.

Por lo tanto, bajo la lectura del artículo 85 del TRLCSP, en el caso de un contrato del cual
sea  contratista  una  UTE,  no  resulta  de  aplicación  la  sucesión-  ni  la  consiguiente
subrogación en todos los derechos y obligaciones que dimanen- por parte de una de las
empresas que la conformaba, en el supuesto de extinción de la otra”.

En dicho informe la Junta Consultiva de Contratación Administrativa es tajante al afirmar que
en  el  caso  de  la  UTE  cualquier  cambio  en  su  composición,  con  la  normativa  vigente
aplicable al contrato de concesión que nos ocupa, consiste en una cesión del contrato que
debe conllevar necesariamente la autorización previa del órgano de contratación. Así:

“La  unión  temporal  de  empresas  como cualquier  otro  contratista  podrá,  cumpliendo los
requisitos señalados, ceder contratos del que sea adjudicataria a tercero. Sin embargo, una
cosa es la cesión del contrato por la UTE en sí, y otra es si cabe la cesión del contrato
entre los miembros de la UTE, pues la cesión de un contrato supone la existencia de un
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tercero (cesionario), ajeno inmediatamente a la relación contractual, y en puridad, en el caso
de cesión entre integrantes de la UTE, tal ajeneidad no se da.

No obstante lo cual, informes de distintas Juntas Consultivas, así como la jurisprudencia,
entienden que  sí  es posible esta modalidad de cesión,    siempre y cuando se cumplan  
todas las condiciones antedichas previstas en el artículo 226 del TRLCSP.

El informe de la Junta Consultiva de Baleares 1/2004, atiende a la siguiente pregunta.

""¿Reúne la condición de "tercero" un socio de una sociedad? ¿Un miembro de una UTE?
La respuesta no está en determinar la cualidad de socio de una UTE. Lo cierto es que si la
Ley autoriza a ceder un contrato a favor de un tercero, a más abundamiento es posible la
cesión del contrato a un socio de una UTE adjudicataria de ese contrato, y ello porque la
Administración ha conocido al cesionario, éste en calidad de socio, ha optado al concurso y
ha sido adjudicatario del mismo, o sea, si la Administración puede ceder un contrato a un
tercero, con más motivo y razón podrá cederlo a un socio de la entidad adjudicataria del
contrato,  ya que hablamos en todo momento de personalidades jurídicas diferentes. Por
consiguiente, si  se  cumplen  los  requisitos  del  artículo  114.2  de  la  LCSP (art.  226
TRLCSP)  el socio de una UTE adjudicataria de un contrato administrativo, en este
caso, de obras, podrá ser cesionario de ese contrato."

El informe de la Junta de Cataluña 7/2012 descarta la posibilidad de sucesión en un contrato
del cual era contratista una UTE por parte de una de las empresas que la conformaba, sí
admite la cesión del contrato entre la empresa que se extingue y uno de los componentes de
la UTE aunque señala que "la eventual cesión del contrato se tendría que llevar a cabo con
carácter previo a la extinción de una de las sociedades agrupada en la UTE, ya que ésta
implica la extinción de la propia UTE y la resolución del contrato, así como, por lo tanto, la
imposibilidad de llevar a cabo la cesión."

El informe de la Junta de Andalucía 10/2012,señala que "El precepto transcrito no contiene
restricción alguna en relación con los sujetos cedentes y cesionarios de los contratos. (...) La
sola disposición de la UTE sin sujetarse previamente al régimen de cesión del contrato la
colocaría en una causa de resolución del contrato por incumplimiento del mismo, con las
consecuencias que para estos supuestos prevé la legislación de contratos públicos."

(…) El artículo 57.2 del TRLCSP sí recoge la posibilidad de transformación para un supuesto
concreto.

"Quienes concurran individual o conjuntamente con otros a la licitación de una concesión de
obras públicas, podrán hacerlo con el compromiso de constituir una sociedad que será la
titular  de  la  concesión.  La  constitución,  y  en  su  caso,  la  forma  de  la  sociedad  deberá
ajustarse a lo que establezca, para determinados tipos de concesiones, la correspondiente
legislación específica."

Para este supuesto contractual (concesión de obras públicas) concurren notas propias de la
cesión  del  contrato,  en  tanto  se  da  la  subrogación  parcial  del  contrato-  respecto  a  la
explotación de la concesión- con otras, características de la sucesión de empresas porque
los adjudicatarios del contrato constituyen una nueva sociedad.
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En todo caso, sólo cabría la cesión entre sociedades de una misma UTE si se dan los
requisitos previstos en el artículo 226 del TRLCSP”.

Por consiguiente, a la vista de lo expuesto, por la JCCA resulta preceptivo que el órgano de
contratación autorice, de forma previa y expresa, tal cesión contractual.

Por tanto, la UTE recurrente, ENRIQUE ORTIZ E HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS S.A. –
VECTALIA PARK S.L.U., UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY 18/82”, en tanto no ha
sido autorizada por el órgano de contratación, no tiene legitimación para formular recurso
alguno por cuanto no es la adjudicataria del contrato municipal. 

Si bien la recurrente aduce que se realiza al amparo de lo dispuesto en el artículo 98 y
concordantes  de la  Ley  9/2017,  se  olvida  de  que  tal  legislación  no resulta  aplicable  al
contrato que aquí nos ocupa.

Pero incluso, igualmente, aun entendiendo a meros efectos dialécticos que pudiera resultar
de aplicación -opción que negamos rotundamente-, el artículo 69.9.a) de la LCSP es claro
al afirmar que “Cuando la modificación de la composición de la unión temporal suponga el
aumento del  número de empresas,  la  disminución del  mismo, o  la sustitución de una o
varias por otra u otras,  se necesitará la autorización previa y expresa del órgano de
contratación, debiendo haberse ejecutado el contrato al menos en un 20 por ciento de su
importe o, cuando se trate de un contrato de concesión de obras o concesión de servicios,
que se haya efectuado su explotación durante al menos la quinta parte del plazo de duración
del  contrato.  En todo caso será necesario que se mantenga la  solvencia o clasificación
exigida y que en la nueva configuración de la unión temporal las empresas que la integren
tengan plena capacidad de obrar y no estén incursas en prohibición de contratar”.

Siendo,  como así  reconoce la  propia  UTE recurrente,  que  el  20  de  enero  de 2026 se
produce  un  cambio  de  socio,  esto  es,  la  sustitución  de  una  empresa  por  otra,  resulta
evidente que era necesario contar, con carácter previo, con la autorización del órgano de
contratación -el Pleno del Ayuntamiento de Alcoy-, por lo que no habiendo sido autorizada tal
cesión -ni  siquiera meramente comunicada hasta la  fecha-,  la  UTE ENRIQUE ORTIZ E
HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS S.A. – VECTALIA PARK S.L.U., UNIÓN TEMPORAL DE
EMPRESAS,  LEY  18/82  no  ostenta  legitimación  ni  derecho  alguno  en  el  contrato  de
concesión pública de referencia, siendo la única UTE legitimada la que resultó adjudicataria:
ENRIQUE ORTIZ E HIJOS, CONTRATISTA DE OBRAS, S.A. -  AUTOBUSES PLAYA DE
SAN JUAN, S.A., UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY 18/1982, DE 26 DE MAYO.

Precisamente en este sentido, se han venido pronunciando nuestros Tribunales de Justicia.

Así, por todas, destaca la Sentencia de 18 de febrero de 2015, del Tribunal Supremo, Sala
Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 7ª, Rec. 1440/2013, en la que se afirma
que la UTE adjudicataria es la que está legitimada para intervenir en todas las fases del
contrato y, por ende, la única que ostentaría legitimación activa para accionar. Así:

“En  este  sentido  la  asociación  de  empresas  es  una  forma  jurídica  que  contempla  el
ordenamiento  como  una  de  las  varias  posibles  para  participar  en  este  tipo  de
adjudicaciones. De esta manera, cuando una empresa concurre bajo esa cobertura jurídica
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lo hace como una opción libre, en vez de hacerlo de forma separada.  Al optar por esa
forma de concurrir está libremente vinculando su interés al conjunto de la asociación
de  empresas,  que  será  la  entidad  afectada  por  la  decisión  de  la  Administración
convocante tanto si se le adjudica el concurso como si no. En caso afirmativo, la agrupación
de empresas debía constituir una forma jurídica apropiada a la gestión de la concesión que
sería  la  titular  de  los  derechos  y  obligaciones  derivados  de la  adjudicación  y,  en  caso
contrario, la propia agrupación sería la perjudicada por la decisión administrativa. En ambos
casos será la entidad colectiva la que, por libre decisión de sus integrantes, ostentará
jurídicamente un interés legítimo para recurrir cualquier decisión de la Administración
sobre el concurso, empezando por la propia adjudicación. En este sentido,  las empresas
que integran la asociación no poseen a título individual relevancia jurídica, puesto que no
han concurrido como tales al concurso.

Ciertamente se puede argumentar, como lo hacen las actoras, que la decisión favorable o
desfavorable para la agrupación de empresas afecta a sus propios intereses individuales.
Pero  siendo  ello  cierto,  no  basta  para  otorgarles  la  correspondiente  legitimación,
puesto que tal interés económico y empresarial es meramente derivado del común de
la agrupación de empresas,  única que ha participado en el concurso y que resulta
directamente afectada por la adjudicación.

Semejante supuesto no tiene relación alguna con otros en los que intervienen entidades con
caracteres jurídicos diversos o en los que estarían en juego relaciones jurídicas de muy
diferente naturaleza. Así, nada tiene que ver el supuesto de autos con la obsoleta noción de
legitimación corporativa, como aducen las actoras, puesto que aquí se trata de una libre
opción de la empresas afectadas que han preferido constituir un consorcio de empresas en
vez de concurrir  de manera individual  al  concurso.  También resulta claro que no puede
equipararse el supuesto de la agrupación de empresas con colectivos indeterminados cuyos
intereses difusos pueden ser postulados por cualquiera de los sujetos pertenecientes a tales
colectivos: aquí no se trata de intereses difusos sino de un haz de derechos y obligaciones
bien  concretos,  los  derivados  de  la  hipotética  adjudicación  o  de  la  denegación,  y  que
necesariamente afectan a la totalidad de empresas, ciertas y determinadas, que integran la
agrupación de empresas. Finalmente y sin ánimo exhaustivo, tampoco puede compararse al
supuesto de cotitularidad de bienes o derechos, por ejemplo en supuestos de reversión,
respecto a los que esta Sala ha admitido el ejercicio del citado derecho por uno o varios de
ellos en la medida en que "en realidad los condominos son propietarios de toda la cosa
común al mismo tiempo que de una parte abstracta de la misma y les corresponden todos
los derechos de la propiedad, con la amplitud que abarca el concepto jurídico de dominio
[...]" (entre otras, Sentencia de 31 de enero de 1.997 - Apelación 13.632/1.991 -).

No  puede  olvidarse  tampoco,  respecto  a  los  citados  términos  de  comparación  u  otros
hipotéticos, que en el caso de autos la acción procesal pretendida por las actoras no sólo
conlleva  presuntos  beneficios  empresariales,  sino  también  obligaciones  positivas  y  el
consiguiente riesgo económico de toda actividad empresarial,  obligaciones y  riesgo que
afectarían a sujetos que no han ejercitado acción procesal alguna pudiendo hacerlo. A este
respecto es manifiestamente insuficiente la circunstancia señalada por las recurrentes de
que el resto de las empresas integrantes de la agrupación no han manifestado su voluntad
contraria a la interposición del recurso o no han renunciado a su voluntad de concursar bajo
la forma de la agrupación empresarial. Ni han manifestado tal oposición o desistimiento ni lo
contrario: pero en este caso la forma jurídica colegiada libremente escogida por todas las
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empresas  para  participar  en  el  concurso  requería  que  fuese  ese  mismo  colectivo  de
miembros determinados, y a quienes les afecta de manera directa su iniciativa común, el
que actuase en defensa de un interés legítimo que necesariamente les incluye a todos ellos.

En este sentido el paralelismo de la acción procesal emprendida por las actoras hay que
trazarlo más bien respecto a la no participación en un concurso, supuesto al que la parte
pretende  restringir  la  denegación  de  la  legitimación.  Precisamente,  en  puridad  las
asociaciones actoras no han participado en cuanto tales en el concurso, de donde deriva de
forma natural su falta de interés legítimo individual y su consiguiente falta de legitimación.

Finalmente es preciso rechazar que esta inadmisión vulnere la jurisprudencia constitucional
en relación con el derecho al proceso y respecto a la noción de interés legítimo. En cuanto
al  interés  legítimo  y  por  las  razones  expresadas,  el  mismo  corresponde  a  la
asociación empresarial. En cuanto al acceso a la jurisdicción, ha de ejercitarse de acuerdo
con los requisitos procesales previstos por el ordenamiento jurídico que, en este caso y con
el fundamento visto, priva de legitimación a las empresas pertenecientes a la agrupación
empresarial  a  título  individual,  precisamente  por  falta  de  interés  legítimo.  Y ni  siquiera
apelando  al  criterio  de  una  interpretación  favorable  al  ejercicio  de  los  derechos
fundamentales puede desconocerse el  incumplimiento de un requisito  necesario  para el
acceso a la jurisdicción como la existencia de interés legítimo, aun interpretado éste con la
amplitud a que obliga el artículo 24 de la Constitución”. 

Por  tanto,  a  la  vista  de  lo  expuesto,  es  la  UTE,  como parte  contratista,  quien  estaría
legitimada conforme al artículo 19.1.b) de la LJCA, en relación con el artículo 18, párrafo
segundo,  de la  LJCA,  para  litigar  respecto de las  cuestiones  derivadas  de la  ejecución
contractual.

En definitiva, procede la inadmisión del recurso interpuesto por la recurrente por cuanto la
legitimación  corresponde  única  y  exclusivamente  a  la  UTE  adjudicataria  para  accionar
respecto de las cuestiones que surjan a lo  largo de la vida del contrato concesional de
referencia. 

Tercero.-  No obstante, en cuanto al fondo del asunto, partiendo de la información que ha
sido facilitada por el  Ayuntamiento y a la vista de cuantos informes obran al expediente
remitido, procedería igualmente su desestimación.

i. Por lo que se refiere a la inadmisión del escrito por acto firme y consentido.

Tal y como ha quedado acreditado,  es conforme a Derecho la inadmisión del  escrito de
oposición     formulado por la UTE adjudicataria    frente al Oficio de la Concejal delegada en
materia de contratación de 19 de noviembre de 2025, por cuanto dicha comunicación era un
mero  acto  de  trámite  y  de  reproducción  de  un  acto  anterior  firme  y  consentido  por  la
recurrente por cuanto se aquietó frente al Acuerdo del Pleno de 5 de septiembre de 2025,
por el que se acordaba el alzamiento de la suspensión de la actividad concesional.

Y sin que pueda acogerse que tal Oficio fuera un acto de trámite cualificado -por cuanto
resulta evidente que es un mero requerimiento formulado ante el incumplimiento del Acuerdo
plenario-  ni  que  escritos  formulados  por  la  contratista,  solicitando  información  o
documentación, puedan constituir en sí mismos un recurso de reposición previo.
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En ese sentido,  se  ha venido pronunciando la  jurisprudencia de nuestros Tribunales de
Justicia. Por todas, la  Sentencia 926/2000, de 11 de octubre de 2000, de la Sala de lo
Contencioso-administrativo del Tribunal  Superior  de Justicia  de Madrid (Sección 8 ª),  en
cuyo FJ 3º, establece lo siguiente: 

"TERCERO: Las  Resoluciones  impugnadas inadmiten  la  petición  actora  porque  ésta  es
reiteración de otra anterior denegada en Resolución firme.

Ciertamente,  la  recurrente  -como  se  infiere  del  Fundamento anterior-  ha  reiterado  su
solicitud inicial al objeto de que la Administración dicte otra resolución contra la cual pueda
interponerse un recurso jurisdiccional que, por decisión propia, no fue formulado en su día
contra aquélla de 10 Sep. 1996.

Pero una vez caducado el plazo,  el     acto     devino     firme     y, por consiguiente, inatacable,  
sin que pueda verse alterada la situación jurídica creada con la provocación de un
nuevo     acto,   pues ello iría en contra del principio de seguridad jurídica ínsito en el
carácter preclusivo de los plazos concedidos para recurrir.

Así ha sido sancionado por el Legislador que, en el  art. 40.a) de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa,  prohíbe  el  recurso  contencioso-administrativo  respecto
de actos que sean reproducción de otros anteriores definitivos y firmes.

(…) De cuanto antecede queda acreditada la existencia de la causa de inadmisibilidad
perfectamente  declarada  por  la  Administración,  por  lo  que,  sin  entrar  en  el  fondo,
procede la confirmación de las Resoluciones impugnadas". 

ii. En cuanto a la documentación necesaria para el adecuado ejercicio de defensa.

Esta letrada desconoce la documentación que ha sido efectivamente remitida.

Al respecto, consta a tal efecto  informe jurídico emitido por el TAG del Departamento de
Contratación de fecha 21 de enero de 2026. 

Asimismo, en el informe de la Dirección Facultativa de fecha 9 de abril de 2026 se indica
que “A nuestro juicio, se considera necesaria a tales efectos solo la resolución administrativa
de  adecuación  de  la  licencia  de  actividad  tras  la  reforma  estructural  (obtenida  tras  la
obtención de OCA favorable respecto a las nuevas instalaciones realizadas y/o modificadas,
la  presentación  del  proyecto  de  actividad  y  los  proyectos  parciales  de  legalización  de
instalaciones  y  la  certificación  final  de  obra  parcial).  Los  otros  que  se  reclaman  son
innecesarios para la finalidad señalada”.

iii. Por lo que refiere a la licencia de actividad.

A tal  efecto,  se  ha emitido nuevo  informe por  el  Jefe del  Departamento de Licencias y
Aperturas en fecha 17 de marzo de 2026, en el que se ratifica en su informe anterior de
fecha 16 de diciembre de 2025, en el que se afirma que “estando, por tanto, la Licencia de
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Actividad  en  vigor”,  así  como  que,  en  todo  caso “la  obligación  recaería  sobre  el
concesionario, al ser quien explota la actividad, quien obtiene el beneficio económico y quien
controla el funcionamiento de la instalación”.

Por  consiguiente,  el  técnico  municipal  concluye  que  el  aparcamiento  de  referencia,  al
contrario  de  lo  aducido  por  la  concesionaria,  sí  dispone  de  licencia  de  actividad.  No
obstante, recuerda que, en todo caso, sería obligación de la adjudicataria solicitar el título
habilitante que considere oportuno. 

iv. En cuanto a la entrega del aparcamiento.

En  cuanto  a  la  entrega  del  aparcamiento,  se  ha  emitido  nuevo  informe  del  ingeniero
municipal de fecha 7 de abril de 2026, en el que se informa lo siguiente: 

“Consultado el proyecto constructivo de la reforma para dar cumplimiento a la STSJCV se
comprueba  que  de  las  364  plazas  primitivas  se  eliminan  tan  sólo  21 (habiendo  sido
adaptadas con mayores dimensiones 4 según la vigente normativa de accesibilidad). Por lo
que el cómputo que realiza el alegante indicando que se pierden 31 plazas de aparcamiento,
al considerar que alguna
de ellas es de ancho inferior a 2,2 metros, no se justifica.

En cuanto al uso de maquinaria pesada para la ejecución de las obras que pue
diera haber dañado la estructura de los forjados preexistentes, cabe informar que en todo
momento se ha utilizado maquinaria pequeña debido a la limitación de gálibo entre plantas,
y que el tráfico perimetral a la plaza por las calzadas, ha sido siempre el reglamentario. Por
lo que no puede tomarse en consideración que la ejecución de las obras haya agravado la
patología preexistente de los forjados reticulares.

En  lo  concerniente  a  las  instalaciones  de  extracción  de  humos  (CO2)  se  presenta  el
certificado por instalador autorizado (NIF: 48285452B), empresa TECNOCRISA SYSTEMS,
S.L.  con  fecha  de  firma  de  25  de  julio  de  2025,  indicando  que  la  instalación  ha  sido
ejecutada y probada conforme al proyecto, a la normativa de aplicación y a las indicaciones
de la dirección facultativa de las obras.

Finalmente,  en  cuanto  al  resto  de  problemas  aducidos  en  los  equipamientos  del
aparcamiento cabe informar lo siguiente:

· En cuanto al estado de inoperatividad de las barreras de acceso y máquinas tiqueteras, las
obras de reforma supusieron la desconexión y retirada temporal de esas instalaciones, que
con posterioridad se  repusieron pero  no conectaron porque la  empresa instaladora  nos
indicó su software estaba obsoleto. La sustitución por maquinaria nueva excedía en mucho
el  alcance  del  proyecto  de  reforma,  añadido a  la  gran reticencia  a  atendernos  que  ha
mostrado la empresa instaladora.

· En cuanto al mobiliario y equipamiento de oficina, éste fue retirado por el concesionario
antes de la suspensión efectiva de su actividad, previo al inicio de las obras;  aquello que
dejó fue considerado como "abandonado", al igual que la gran cantidad de residuos que
albergaban distintas dependencias del aparcamiento. Tras comunicación al departamento de
Contratación, se nos indicó que estos residuos fuesen gestionados”. 
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Igualmente,  consta  informe  de  fecha  30  de  octubre  de  2025 del  Ingeniero  municipal
desestimando punto por puntos las deficiencias aducidas por la adjudicataria.

En idéntico sentido consta  informe en fecha 22 de diciembre de 2025 por el Arquitecto D.
Santiago Pastor Vila, en su condición de Director Facultativo de la obra de reforma.

Pues bien, a la vista de lo expuesto en los referidos informes técnicos, la instalación del
aparcamiento se encuentra en estado para la reanudación de la actividad concesional, no
existiendo  ninguna  deficiencia  sustancial  que  impida  el  alzamiento  de  la  suspensión
acordada y, por ende, la inmediata explotación de dicho servicio público.

No obstante,  como ya se informara en su día,  aun en el  hipotético supuesto de que la
contratista acreditara la existencia de alguna deficiencia imputable a la obra de reforma, lo
cierto es que únicamente se trataría de una cuestión económica, que debería sustanciarse
en el marco de una reclamación relativa al posible reequilibrio económico al que pudiera
haber lugar durante el periodo de suspensión de la actividad concesional acordado por la
ejecución de la  obra en estricto cumplimiento de una resolución judicial  por parte de la
Corporación local. Pero sin que, en ningún caso, sea motivo para no reanudar la explotación
del servicio por cuanto, a la vista de lo informado por los técnicos, no existirían deficiencias
que impidan la reapertura del aparcamiento.

v.   En cuanto a la existencia de riesgos.

A tal efecto, se ha emitido el informe del ingeniero municipal de fecha 7 de abril de 2026 en
el que, en relación con determinados riesgos técnicos, manifiesta lo siguiente:

“Se comprueba que en el expediente de la obra, en relación a la modificación necesaria de
la instalación eléctrica en baja tensión para la ejecución de las obras de reforma (forjado de
cubierta y sótano -1, donde el resto de la instalación preexistente no ha sido objeto de la
actuación), consta la siguiente documentación que justifica los trabajos eléctricos realizados:

- Proyecto de instalación eléctrica de entreplantas y sótano -1 parking La Rosaleda, firmado
por Antonio Bastida Buendía, ingeniero industrial, colegiado N.º 2017 del COIICV, con fecha
de 29 de julio de 2025.

- Acta inspección de la OCA Bureau Viritas desfavorable de fecha 15 de julio de 2025, con la
identificación  de  tres  deficiencias  en  la  instalación  eléctrica  de  baja  tensión  del
aparcamiento, otorgando un plazo de 6 meses para su subsanación.

- Acta de inspección de la OCA Bureau Viritas favorable de fecha 13 de agosto de 2025, tras
la subsanación de las deficiencias observadas en la inspección anterior,  indicando “Que
realizada  la  inspección  inicial  según  la  ITC-BT-04,  apartado  5.3,  la  instalación  ha  sido
calificada con el resultado favorable, y se cumplen las prescripciones del vigente reglamento
para baja tensión e instrucciones ITC-BT específicas que le son de aplicación.”

-  Certificado de dirección y finalización de obra de instalación eléctrica en baja tensión,
firmado por el ingeniero industrial, Antonio Bastida Buendía, con fecha de 29 de julio de
2025.
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- Registro en Industria de fecha de 30 de julio de 2025 de proyecto e inspección inicial por
OCA de la instalación.

Por tanto, sí existe un certificado favorable de la OCA.

(…) En el expediente consta la siguiente documentación que justifica la seguridad contra
incendios:

-  Certificado  de  la  DF de las  obras  de firma  de  fecha 6  de agosto  de 2025,  sobre  el
cumplimiento de la resistencia y estabilidad al fuego de la estructura.

- Memoria justificativa de las instalaciones de protección contra incendios de los
aparcamientos subterráneos en la plaza de la constitución (la Rosaleda), de la empresa
INCOVAL de Protección Contra Incendios, S.L-

-  Certificación  de  seguridad  contra  incendios  en  establecimientos  industriales  (empresa
instaladora),  para  el  parking  de  la  Rosaleda,  firmado  por  el  técnico  Roberto  Gimeno
Contreras de la empresa INCOVAL, con fecha de 1 de agosto de 2025.
Por  otra  parte,  como ya se  informó por  esta  Coordinación municipal  en  fecha de 6 de
noviembre de 2025, en el proyecto de reforma para el cumplimiento de la STSJCV se
prescribe una resistencia al fuego de la estructura de R90.

Esta misma resistencia mínima del proyecto de reforma (R90) es la que se comprueba se
prescribió para el proyecto de construcción original (año 2001).

En ambos proyectos (original y el actual de reforma) se cumplen con la normativa al
exigir una resistencia al fuego R90, a la luz de las aclaraciones realizadas por el Ministerio
en el documento DB-SI Seguridad en caso de incendio, que indica que para aparcamientos
con  uso  exclusivo  o  encima  de  otros  usos  la  resistencia  al  fuego  de  los  elementos
estructurales deberá ser de R90, que aumenta a R120 para aparcamientos situados bajo un
uso distinto (no siendo el caso el plaza pública, al no tratarse de un edificio).

(…) Finalmente, según lo previsto en el DB-SUA de Seguridad de utilización y accesibilidad
del  Código  Técnico  de  la  Edificación,  en  su  art.  4.2.1.  al  respecto  de  los  pasamanos,
prescribe  que:  “Las  escaleras  que  salven  una  altura  mayor  que  55  cm  dispondrán  de
pasamanos al menos en un lado. Cuando su anchura libre exceda de 1,20 m, así como
cuando no se disponga ascensor como alternativa a la escalera, dispondrán de pasamanos
en ambos lados.”

Dado que el edificio de aparcamiento dispone de ascensor como alternativa a la escalera no
es obligatoria la disposición de pasamanos en ambos lados de la misma. La escalera tiene
una anchura superior a 1,2 m pero inferior a 4 m, por lo que tampoco le es de aplicación la
obligatoriedad de un pasamanos intermedio”.

Asimismo, consta informe del Ingeniero municipal de 6 de noviembre de 2025, en el que, en
relación con los recubrimientos de las armaduras de los forjados reticulares existentes en el
edificio,  se  afirma  que  “ambos  proyectos  cumplen  con  la  normativa  al  exigir  una
resistencia al fuego R90, a la luz de las aclaraciones realizadas por el Ministerio en el
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documento DB-SI Seguridad en caso de incendio, que indica que para aparcamientos con
uso exclusivo o encima de otros usos la resistencia al fuego de los elementos estructurales
deberá ser de R90, que aumenta a R120 para aparcamientos situados bajo un uso distinto
(no siendo el caso el plaza pública, al no tratarse de un edificio). Siendo esta la opinión del
Colegio de Ingenieros Industriales que seguido se reproduce, a interpretar los comentarios
del Ministerio (…)”. 
Asimismo, en cuanto a la capacidad resistente de tramos de forjado de planta cubierta, se
indica  que  “el  armado  del  forjado  reticular  de  la  cubierta,  remanente  tras  la  reforma,
presenta  una armadura superior a  la  del  proyecto  original  y,  consecuentemente,  una
mayor capacidad resistente”. 

De otro lado, la Dirección de la obra de reforma ha emitido nuevo informe de fecha 9
de abril de 2026 en el que, en cuanto al estado estructural y condición previa a la puesta en
servicio, se informa lo siguiente:

“Ya se ha manifestado esta Dirección Facultativa al respecto, reiterándose en los informes
correspondientes: el objeto del proyecto encomendado no era, en modo alguno, proceder a
subsanar todos o parte de los defectos y carencias estructurales que presentara la obra
original,  que eran de sobre conocidos por la administración titular  del  inmueble y por el
concesionario constructor del mismo. La intervención en el inmueble se tenía que limitar a lo
estrictamente necesario para dar cumplimiento a la sentencia por la que se condenaba a la
administración titular del inmueble a reponer una zona verde en la cubierta del mismo,   sin  
tener que servir,  en ningún caso, para relevar  de las obligaciones inatendidas del
concesionario constructor del inmueble.

Por ello, las medidas de subsanación cuya ejecución lleva ya muchos años (más de
quince)  exigiéndose  por  la  administración  titular  del  inmueble  al  concesionario
constructor del mismo deben, efectivamente, llevarse a cabo por este. Debe tenerse en
cuenta que ello no impide que se reanude la prestación del servicio   con anterioridad a  
ello, máxime cuando hasta la ejecución de esta última intervención se venía operando este
edificio de aparcamiento con las mismas lesiones que se pueden apreciar ahora aunque
afectando  a  mucha  mayor  superficie  de  la  obra,  puesto  que  ha  sido  demolida  parte
importante del forjado de cubierta”.
En concreto, “se reitera que en modo alguno es inviable la apertura del aparcamiento.
Las  lesiones  que siguen  existiendo no hacen  inviable  su  operación,  aunque  deban  ser
objeto, como lo eran ya hace años mientras se explotaba, de una reparación”.

En cuanto a resistencia al fuego y condición de cumplimiento PCI, se dispone lo siguiente:

“Ya se ha manifestado esta Dirección Facultativa al respecto, reiterándose en los informes
correspondientes:  la  falta  de  recubrimientos  que  presenta  la  obra   original  en  sus
partes  no  intervenidas (porque  en  todas  las  estructuras  de  nueva  ejecución  y/o
reforzadas,  que  son las  que forman parte  del  alcance,  sí  que se  cumplen  dichos
parámetros) no puede entenderse como parte del  alcance del proyecto y  debe ser
subsanada por el concesionario constructor del mismo.

La  estructura  presenta  en  esas  partes  no intervenidas  el  mismo nivel  de  seguridad en
cuanto a comportamiento frente al fuego que ofrecía antes de la
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intervención,  a lo  largo de todos los años en los que fue  operada por el  concesionario
constructor del inmueble”.

En cuanto a la instalación eléctrica (OCA) indica que “Consta en el expediente un acta de
inspección de OCA favorable respecto a las instalaciones eléctricas que han formado
parte del alcance de esta intervención.  Otra hay correspondiente a la instalación original,
que cubre las partes no intervenidas.  Cabe suponer  también (aunque no se ha podido
constatar su existencia) que se han realizado todas las inspecciones que la reglamentación
exige para las instalaciones en explotación”.

Igualmente,  en  cuanto  a  los  elementos  operativos  para  la  apertura  del  aparcamiento,
manifiesta que:

“-  Maquinaria  de  gestión  inutilizable  (lazos  magnéticos,  barreras,  tiqueteras,  cajeros
integrados,  red  de  comunicaciones,  switch  centralizado,  cabina  preparada
(tomas/energía/telecom,), fibra/telefonía, CCTV suficiente, etc.
Todos esos elementos se pueden instalar en la obra. Se ha intentado reponer en el marco
de la intervención aquello que fuera reutilizable. Ha habido elementos, como las barreras,
que no se han terminado de poner en servicio porque el fabricante y mantenedor de los
mismos se ha negado a realizar esos trabajos ante la insistente y reiterada solicitud del
constructor.

- Falta de altas en las compañías suministradoras.

Algunos suministros (p.e.  electricidad) se han mantenido operativos efectuando un mero
cambio de nombre, pasando del concesionario al constructor. Ahora solo hay que repetir,
invertidamente,  dicho proceso.  Para los otros que sea necesario contratar  por  parte del
concesionario, este cuenta con toda la información necesaria.

-  Insuficiente  número  de tomas de corriente  en  la  cabina  de  control  para  conectar  los
ordenadores de gestión y los elementos del TPV (Terminal punto Venta).

Ese elemento se  puede instalar  en  la  obra,  tanto  en forma de instalaciones  fijas  como
mediante dispositivos muebles (alargaderas y regletas multitoma).

- Banderola “P” no está instalada.
La banderola “P” está colocada, con los carteles renovados.

-  Desaparición  de  todo  el  mobiliario  propiedad  de la  concesionaria  que se  hallaba  con
anterioridad a la realización de las obras en la cabina de control y en la oficina.
Se instó repetidamente al concesionario por parte de la administración titular del inmueble a
que retirara todos sus enseres con dos finalidades: una, evitar
lastimar o que se perdieran aquellos que apreciara como servibles, para que los custodiara y
luego, en su caso, los pudiera volver a traer o reinstalar; la otra, conseguir limpiar la obra de
los desechos que allí almacenaba, lo que ha
supuesto un importante sobrecoste.

- Desaparición de la oficina que existía con anterioridad al inicio de las obras.
Las dependencias que se han ejecutado son las que se establecieron en el
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proyecto de referencia, suficientes para operar el aparcamiento.

- No se ha ejecutado la acometida necesaria para la instalación de la red de fibra óptica
hasta la cabina de control, necesaria para el funcionamiento del aparcamiento.
Ese elemento se puede instalar en la obra. Y, además, se puede recurrir a un
radioenlace, como en algún periodo anterior existió en este aparcamiento.

- Con anterioridad al inicio de las obras tanto en la cabina de control como en la oficina
había respectivamente dos splits de aire acondicionado, tras el acta de recepción de obras
se ha podido constatar que dichos splits no se han instalado.

Se instó repetidamente al concesionario por parte de la administración titular del inmueble a
que  retirara  todos  sus  enseres  para  evitar  lastimar  o  que  se  perdieran  aquellos  que
apreciara como servibles, para que los custodiara y luego, en su caso, los pudiera volver a
traer o reinstalar.

-  Con  anterioridad  al  inicio  de  las  obras  el  parking  contaba  con  un  sistema  de  video
vigilancia con 9 cámaras, tras la recepción de las obras se ha podido constatar que sólo se
han instalado 4 cámaras, las cuales son insuficientes para el control del aparcamiento.
Esos elementos complementarios se pueden instalar en la obra.

- La limpieza del aparcamiento es insuficiente para la puesta en marcha de este.
Esto es de todo punto incierto: el grado de limpieza del aparcamiento era más
que suficiente.

- No se he repuesto en los aseos públicos los utensilios básicos, (papeleras, toalleros y
jaboneras), que existían con anterioridad a la obra.
Esos elementos complementarios se pueden instalar en la obra.

- No se han instalado las seis papeleras que había en los accesos peatonales de cada
planta del aparcamiento y que existían con anterioridad a la obra.
Se han instalado las papeleras que son necesarias”.

Finalmente, el informe, tras rebatir cada conclusión alcanzada por el informe técnico
preliminar aportado por la recurrente, concluye lo siguiente:

“La capacidad operativa del aparcamiento es la que estaba prevista tras la reforma. Antes de
ella, la situación fue, durante muchos años, demasiados, manifiestamente peor. Por ejemplo,
la planta tercera (sótano -2) estaba inutilizada, sin luz e inundada.

Los ámbitos útiles de estacionamiento son los reflejados en el proyecto y cumplen con la
normativa en vigor. Lo mismo cabe decir de las plazas de aparcamiento.

La necesidad de reimpermeabilización y de reparación estructural es conocida desde hace
unos 20 años por el concesionario y por el titular del inmueble. Esta actuación ha mejorado
la situación notablemente, porque más de la mitad de la cubierta se ha vuelto a ejecutar. Sin
embargo, los problemas existentes en la corona seguirán perjudicando, a las partes antiguas
y también a las nuevas. 
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Que se tenga que corregir este problema que viene de antiguo cuanto antes  no quiere
decir que no pueda seguir explotándose el edificio de aparcamiento en los mismos
términos  en los  que  se  estaba  haciendo  en  el  corto  plazo,  mientras  se  programa esta
actuación.

El objeto del proyecto de reforma era, estrictamente, cumplir la STSJCV Nº 1504/2005. Así,
aquellas  partes  de  las  instalaciones  antiguas  que  se  pudieran  mantener  tenían  que
conservarse,  adaptándolas  siquiera mínimamente,  y  complementándolas con los  nuevos
tramos que fueran necesarios.  Las instalaciones resultantes funcionan mucho mejor
que las existentes.

Todo equipamiento que se considere esencial para la reapertura puede ser
instalado por parte del concesionario, no existiendo óbice técnico alguno para
ello.

El concesionario ya tendría que haber incorporado al inmueble todas las instalaciones
y elementos que considere necesarios para comenzar a explotarlo.

Por lo  que respecta a la reimpermeabilización y  las subsanaciones de los defectos que
presentan las partes de las estructuras en las que no se ha intervenido, el Ayuntamiento de
Alcoy ya ha solicitado al concesionario que presente un proyecto con las intervenciones que,
en su caso, sea necesario acomete”. 

Asimismo, consta el informe de fecha 14 de febrero de 2025 de la Dirección Facultativa, en
el que se dispone lo siguiente:

“Estas lesiones, aun siendo graves, no comprometen la seguridad estructural en el corto
medio plazo.  Si  hubiera sido así,  comoquiera que llevan dos décadas presentes no se
podría haber mantenido la operación del aparcamiento.

Además, no se puede asegurar que una mayoría de los recubrimientos estén por debajo de
los requeridos ante un muestreo tan limitado, ni  que la mayoría de las armaduras estén
deteriorándose.  Es  decir,  ante  un  episodio  de  incendio  cabe  considerar  que  la
estructura del  aparcamiento diseñada y construida por el  concesionario ofrece las
garantías necesarias. E, innegablemente, durante esta obra que está en curso estas no
han empeorado”. 

Asimismo, consta informe de fecha 22 de diciembre de 2025 del Arquitecto Director de las
obras de reforma, en el que se señala lo siguiente: 

“b).- Aclaración de la situación en relación con los riesgos estructurales derivados del grado
de conservación de los forjados originales 

Las lesiones que presentan los forjados reticulares del aparcamiento son conocidas por el
concesionario y por el Ayuntamiento desde hace años. Estas son debidas, sobre todo, a
una falta de recubrimiento de las armaduras de sus nervios (escasez de la que se
desconoce la extensión)  y a un deficiente mantenimiento a lo largo de la fase de
explotación, que ha evitado que las filtraciones de agua cesaran a lo largo de las casi
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dos décadas de funcionamiento (situación que persistirá fundamentalmente bajo la
zona no reurbanizada). 

En  nada  han  empeorado  las  condiciones  de  estos  forjados  reticulares  por  la
realización de la obra;  antes al  contrario se ha reducido el  ámbito de afección por las
filtraciones y se han reparado los desconchados existentes gracias a una intervención con
finalidad meramente paliativa. Además, una parte muy importante de ellos ha sido sustituida
por  la  nueva  cubierta,  lo  que  reduce  el  volumen  de  las  subsanaciones  necesarias
actualmente respecto a la situación anterior. 

La estabilidad y resistencia de estos elementos no se ve comprometida en el corto-
medio plazo.  Lo que sí que puede afirmarse es que su vida útil será menor que la que
correspondería  a  unos  forjados  reticulares  de  las  mismas  características  pero  bien
ejecutados y mantenidos. Por lo que respecta a la resistencia al fuego de la estructura, cabe
considerar  que  la  estructura  del  aparcamiento  diseñada  y  construida  por  el
concesionario ofrece las garantías necesarias.

Así, cabe concluir que se puede reanudar la actividad en el aparcamiento. Lo anterior
no es óbice para señalar que es necesario que se subsanen los defectos que presentan los
forjados (desconchados,  fisuraciones,  recubrimientos insuficientes…) y  que se eviten las
filtraciones de agua, que son las que hacen que la mayoría de estas lesiones prosperen”.

En consecuencia, la Dirección Facultativa de la obra de reforma informa la posibilidad de
reabrir el aparcamiento, sin perjuicio de la subsanación de las deficiencias observadas que,
además, según señala, son imputables al concesionario. 

Por  tanto,  aun  en el  caso  de  que  la  UTE concesionaria  considerara  que existe  riesgo
estructural  que  impide  la  reapertura  del  aparcamiento,  tal  situación  sería  única  y
exclusivamente  imputable  al  incumplimiento  culpable  de  sus  obligaciones
contractuales (véase la Cláusula 14 PCAP).

En consecuencia, la no reanudación de la actividad y no reapertura de las instalaciones del
aparcamiento público seria igualmente por causa imputable a la adjudicataria ya que, según
se  afirma  en  el  informe  de  referencia,  tales  deficiencias  se  deben  a  una  falta  de
recubrimiento de las armaduras de sus nervios y a un deficiente mantenimiento por su parte.

En ese sentido, el ya referido informe de la Dirección de la obra de reforma de 14 de
febrero de 2025 señala que: 

“Los daños existentes en los forjados reticulares han sido debidos a la entrada de
agua al  interior  del  parking durante más de dos décadas debida a  una  deficiente
impermeabilización de la plaza y de las calles.

Ahora solo quedan forjados con deficiente impermeabilización situados bajo las calles (la
plaza anterior se ha sustituido por un jardín sobre una losa bien impermeabilizada).

En la parte de las aceras sobre las que se actúa se mejorará la impermeabilización, no así
bajo las calzadas, sobre las que no se interviene. 
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Es decir, cabe esperar que siga penetrando agua si estas no se impermeabilizan, retirando
antes el pavimento y volviéndolo a reponer tras ello

(…)  se  debe  concluir  que  procede  reparar  las  lesiones  presentes  en  los  forjados  e
impermeabilizar bajo las calzadas para que estas no se reproduzcan o prosperen (…)”.

Precisamente por ese motivo, el  Ingeniero municipal en su Informe de 6 de noviembre de
2025 concluye que “con el alcance (meramente observacional) y el ámbito de estudio (tan
sólo las franjas de los forjados reticulares preexistentes en el forjado de cubierta y el forjado
del primer sótano) de la UPV; la controversia en la interpretación de la resistencia mínima
frente a fuego según el uso existente sobre el aparcamiento (plaza pública, no un edificio);
así como el margen de seguridad que supone el sobredimensionamiento de las armaduras
de los forjados reticulares con respecto  a  su  proyecto  y  las  reparaciones  paliativas  del
forjado reticular ejecutadas; y viendo las consideraciones de la dirección de las obras sobre
la  seguridad  estructural,  cabe  reiterar  la  necesidad  de  mantener  y  conservar
adecuadamente el edificio de aparcamientos, e impermeabilizar correctamente la estructura
bajo las aceras y calzadas perimetrales, así como el correcto sellado de las juntas de los
muros pantalla de los sótanos, y las reparaciones estructurales que correspondan en los
forjados reticulares, debiendo el concesionario presenta para su aprobación, un proyecto de
reparación en el plazo de 2 meses”.

Según  se  informa por  los  servicios  municipales  a  quien  suscribe,  a  día  de  la  fecha  el
concesionario  ha  incumplido  con  su  obligación  de  presentar  el  proyecto  de  reparación
correspondiente. 

Al respecto, debe advertirse que, precisamente en cuanto a la falta de mantenimiento, se ha
facilitado a esta letrada por parte de la Administración la Sentencia 4/2016 de fecha 4 de
enero de 2016 del Juzgado de lo Contencioso-administrativo número 3 de Alicante,
dictada en el Procedimiento Ordinario nº117/2015, por la que se desestima íntegramente el
recurso interpuesto por la UTE concesionaria y se afirma lo siguiente:

“Sin embargo estas pruebas quedan desvirtuadas por las practicadas en esta instancia del
Ayuntamiento de Alcoy; que afirmó que la levantada por el Ingeniero municipal de caminos,
canales  y  puertos  don  F.  M.  R.,  se  señaló  el  aparcamiento  subterráneo  inferior  se
encontraba totalmente  clausurado,  los accesos al  aparcamiento  sucios;  y  goteras  como
consecuencia de filtraciones calcáreas, en lo que hace el aparcamiento estuviera al 60% de
su capacidad.

(…) Existe, por último, un hecho alegado por la Administración que propiamente no es objeto
de  enjuiciamiento  en  este  pleito,  como  son  las  condiciones  en  las  que  se  hallan  las
instalaciones  cuya  gestión  depende  del  contratista.  Esta  circunstancia  dio  lugar  a  la
tramitación de un procedimiento judicial entre ambas
partes que finalizó con la Sentencia nº 134/2015, de 27 de marzo, del JCA1 de Alicante
(dictada en el PA 500/2013), aportada por el Ayuntamiento como Documento nº 9 de su
contestación a la demanda. En la misma el objeto de enjuiciamiento es la imposición de una
sanción por parte de la Junta de Gobierno Local por incumplimiento contractual, supuesto
que es objeto de confirmación por el órgano judicial.
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Como ya hemos señalado, no es objeto de este contencioso realizar valoraciones sobre lo
enjuiciado  en  aquel  procedimiento;  pero  sí  es  cierto  que  ha  sido  reconocido  un
incumplimiento por parte de la aquí recurrente de sus obligaciones de conservación y
mantenimiento del propio aparcamiento subterráneo.

Que existe toda una planta del aparcamiento que no está siendo utilizada (la más profunda)
como consecuencia de los menores; así que en la primera planta existían varias plazas de
aparcamiento no utilizables por presentar goteras.
Se  trata  en  ambos  casos  de  un  elemento  no  imputable  al  Ayuntamiento y
evidentemente supone una merma en la capacidad del aparcamiento. 

Y jurídicamente, uno de los requisitos para poder solicitar el equilibrio financiero del contrato
es  que  los  hechos que producen el  desequilibrio  sean totalmente independientes  de  la
conducta un buen o mala gestión del contratista o de la Administración contratante, ya que la
teoría de la imprevisión no es un seguro de imprudencia o impericia. Y en el caso que nos
ocupa, es evidente que ha habido una gestión eficiente, que ha dado lugar al procedimiento
tramitado  ante  el  JCA1  de  Alicante. Las  fotografías  que  obran  junto  al  documento
número 6 de los aportados con la contestación a la demanda por el Ayuntamiento son
más que expresivas de la  deficiente situación de mantenimiento del aparcamiento,
con lo cual es evidente que existe una gestión no adecuada cuyo resultado no puede
ser imputado a la Administración  ”.  

Por consiguiente, existiría cosa juzgada en el hecho de que las filtraciones de agua son
imputables  única  y  exclusivamente  a  la  adjudicataria,  que  ha  incumplido  con  sus
obligaciones contractuales relativas al mantenimiento de la instalación, lo que conlleva a
concluir  que  en  caso  de  no  reapertura  o  reanudación  de  la  actividad  por  este  motivo
constituye igualmente causa imputable al contratista. 

Cuarto. – Finalmente, en cuanto a la medida cautelar de suspensión solicitada mientras se
resuelve el recurso de reposición,  hay que tener en cuenta que,  de conformidad con lo
dispuesto  en el  artículo 117.3  de la  Ley 39/2015, “La ejecución  del  acto impugnado se
entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de suspensión haya
tenido entrada en el registro electrónico de la  Administración u Organismo competente para
decidir  sobre la  misma, el  órgano a quien competa resolver el  recurso no ha dictado y
notificado resolución expresa al respecto”.
Por tanto, siendo que el recurso de reposición formulado no ha sido resuelto en el plazo de
un mes desde su interposición, se entiende suspendido cautelarmente el Acuerdo del Pleno
de 26 de enero de 2026 en tanto se resuelva el recurso interpuesto por la recurrente.

No obstante, una vez resuelto, procede levantar la suspensión del citado acuerdo plenario,
el cual desplegará todos sus efectos a partir de la notificación de la resolución expresa del
referido recurso de reposición. 

Quinto.-  En definitiva,  a  la  vista  de  lo  expuesto,  a  juicio  de  quien  suscribe  procede la
INADMISIÓN del recurso de reposición –y del escrito de alegaciones contradictorias-
interpuesto  frente  al  Acuerdo  del  Pleno  de  26  de  enero  de  2026  por  falta  de
legitimación activa de la UTE recurrente.
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Asimismo,  el  citado acuerdo  plenario  deberá  pronunciarse  sobre  el  levantamiento  de la
suspensión cautelar, por lo que, una vez resuelto el citado recurso de reposición, el Acuerdo
plenario de fecha 26 de enero de 2026 será inmediatamente ejecutivo.

Consta en el expediente informe del Vicesecretario de la corporación de fecha 14/05/2026 y
CSV 16340665667651374564 que indica:

FUNDAMENTOS DE DERECHO:

PRIMERO. Legislación aplicable.

La normativa aplicable es la siguiente:

� El artículo 52 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen
Local (LBBRL).
� Los artículos 209 a 211 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que
se  aprueba  el  Reglamento  de  organización,  funcionamiento  y  régimen  jurídico  de  las
Entidades locales (ROF)
� Los  artículos  112  a  120  y  123  y  124  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP).
� El Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprobaba el texto
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP).

Esta última norma resulta de aplicación, en la medida en que el contrato se adjudicó con
fecha  25  de  mayo  de   2001,  formalizándose  con  fecha  21  de  septiembre  de  2001;
encontrándose vigente, en ese momento, el TRLCAP. Dicha norma estuvo vigente desde el
22 de junio de 2000 hasta la entrada en vigor, con fecha 30 de abril de 2008, de la Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

Actualmente se encuentra en vigor la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del
Sector  Público  (LCSP,  en  adelante),  por  la  que se  transponen al  ordenamiento  jurídico
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de
25 de febrero de 2014; en cuya disposición transitoria primera se indica que:

“2. Los contratos administrativos adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente Ley se regirán en cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida su
modificación, duración y régimen de prórrogas, por la normativa anterior.”

Por tanto, y dado que en el recurso de reposición se plantean cuestiones que afectan a los
efectos y cumplimiento del contrato adjudicado, resulta de aplicación, para la resolución del
recurso de reposición, lo dispuesto por el citado TRLCAP, a pesar de que se trata de una
norma derogada.

Como acertadamente  se  indica  en el  informe jurídico  emitido  por  la  asesoría  municipal
externa, dicha normativa, esto es, el TRLCAP, no contempla, a diferencia de lo que ocurre
con la vigente LCSP, el supuesto del cambio de socio, ni el de la sustitución de las empresas
componentes de la unión temporal de empresas; extremo éste que será objeto de análisis
en el siguiente apartado. 
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Precisamente,   y  como  se  analizará  con  posterioridad,  una  de  las  modificaciones
introducidas por la vigente LCSP fue la regulación de dichos supuestos, asimilándolos a la
cesión del contrato. De esta manera el artículo 69.9 señala, en su apartado a), lo siguiente:

“a) Cuando la modificación de la la composición de la unión temporal suponga el
aumento del  número de empresas,  la  disminución del  mismo, o la sustitución de una o
varias por otra u otras,  se necesitará la autorización previa y expresa del órgano de
contratación, debiendo haberse ejecutado el contrato al menos en un 20 por ciento de su
importe o, cuando se trate de un contrato de concesión de obras o concesión de servicios,
que se haya efectuado su explotación durante al menos la quinta parte del plazo de duración
del  contrato.  En todo caso será necesario que se mantenga la  solvencia o clasificación
exigida y que en la nueva configuración de la unión temporal las empresas que la integren
tengan plena capacidad de obrar y no estén incursas en prohibición de contratar.”

SEGUNDO. Análisis de los presupuestos necesarios para la admisibilidad del recurso.

El artículo 52 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,
contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa,
las  personas  interesadas podrán  ejercer  las  acciones  que procedan ante  la  jurisdicción
competente, pudiendo no obstante interponer con carácter previo y potestativo recurso de
reposición. 
En este caso, el Acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Alcoy, en sesión de fecha 26 de
enero de 2026, pone fin a la vía administrativa y, por tanto, es susceptible de impugnación
por medio del recurso potestativo de reposición al que se refieren los artículos 123 y 124 de
la LPACAP.

Según dispone el artículo 124.1 de la LPACAP el plazo para la interposición del recurso de
resposición será de un mes si el acto fuera expreso. En este caso, habida cuenta de que la
notificación del acuerdo objeto de imputanción se llevó a término con fecha 6 de febrero de
2026, se concluye que el recurso ha sido presentado dentro del referido plazo de un mes.

Es por ello que, habiéndose formulado en plazo recurso postestativo de reposición contra un
acto que pone fin a la vía administrativa, concretamente contra el acuerdo adoptado por el
Pleno del Ayuntamiento de Alcoy, en sesión de fecha 26 de enero de 2026; procede analizar
en primer lugar si, en este caso, la entidad recurrente ostenta, o no, legitimación activa para
la interposición de dicho recurso.

Tal y como se indica en el informe que ha sido emitido por parte de la asesoría jurídica
externa, con carácter previo cabe advertir que, a diferencia del escrito de oposición cuya
inadmisión se impugna, el recurso de reposición (formalizado por medio de escritos de 25 de
febrero  y  de  5 de marzo de 2026),  ha  sido  formulado por  “ENRIQUE ORTIZ E HIJOS
CONTRATISTA DE  OBRAS  S.A.  –  VECTALIA  PARK  S.L.U.,  UNIÓN  TEMPORAL  DE
EMPRESAS, LEY 18/82”.

Conforme se pone de manifiesto en el referido informe jurídico, la UTE que ha presentado
el recurso de reposición no coincide con la  UTE adjudicataria del contrato, lo que nos
lleva a plantearnos si aquélla ostenta legitimación activa para la interposición del recurso, y
ello con anterioridad a analizar las cuestiones planteadas sobre el fondo del asunto.
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A tal efecto, consta presentado un escrito de 17 de febrero de 2026, por el representante de
la mercantil ENRIQUE ORTIZ E HIJOS, CONTRATISTA DE OBRAS, S.A., afirmando que,
mediante escritura pública otorgada en Sant Joan d’Alacant en fecha 20 de enero de 2026
ante la Notaria Dª Isabel Maria Mayordomo Fuentes, protocolo nº79, la cual adjunta, “se
formalizó escritura de cambio de socio, cambio de denominación social y modificación de
miembros del Comité de Gerencia de la “UTE ROSALEDA”. 

En dicha escritura pública, de fecha 20 de enero de 2026 se hace referencia a un escritura
previa, de 20 de octubre de 2023, otorgada por la Notaria de Sant Joan d’Alacant con fecha
20 de octubre de 2023, D.ª María Laura Muñoz Alonso, con el número 1.535 de protocolo,
por  medio  de  la  cual  CORPORACIÓN  EMPRESARIAL VECTALIA,  S.A.  (anteriormente
denominada  AUTOBUSES  PLAYA  DE  SAN  JUAN,  S.A.),  como  sociedad  segregada,
transmitió por segregación a favor de VECTALIA PARK, S.L.U., como sociedad beneficiaria,
una unidad económica independiente en el  sentido  del  artículo 61  del  Real  Decreto-ley
5/20323, de 28 de junio, e integrada, entre otros elementos de su activo y pasivo, por la
participación que la sociedad segregada ostenta de la UTE ROSALEDA.

Al  respecto,  se  afirma  en  dicho  escrito,  de  17  de  febrero  de  2026,  que  “la  presente
comunicación se realiza al amparo de lo dispuesto en el artículo 98 y concordantes de la Ley
9/2017, de Contratos del Sector Público, al tratarse de un supuesto de sucesión empresarial
derivada de modificación estructural”; solicitando que “se tenga por producida la sucesión
empresarial descrita y por subrogada a VECTALIA PARK, S.L.U. en la posición jurídica que
ostentaba CORPORACIÓN EMPRESARIAL VECTALIA, S.A. (antes AUTOBUSES PLAYA
DE  SAN  JUAN,  S.A.)  dentro  de  la  UTE  ROSALEDA,  a  los  efectos  de  la  ejecución
contractual en su actual configuración”.

Es decir, que en referido escrito de comunicación, de 17 de febrero de 2026, se hace alusión
a un determinado precepto que no resulta de aplicación, ya que, como se ha expuesto al
principio  de  este  informe,  el  régimen  jurídico  aplicable  en  cuanto  a  los  efectos  y
cumplimiento del contrato es el determinado por el TRLCAP, y no el que se desprende de la
vigente LCSP. 

Es más, si aplicásemos la vigente LCSP, dicho supuesto no tendría encaje en su artículo 98,
previsto para la sucesión del contratista, como se indica erróneamente en el referido escrito
de 17 de febrero de 2026, pues, como se analizará más adelante, dicho precepto tan sólo
sería aplicable si el contratista fuese CORPORACION EMPRESARIAL VECTALIA, S.A., a
título individual, y no como entidad integrante de la UTE, la cual carece de personalidad
jurídica propia.

Tal y como ha puesto de manifiesto la doctrina administrativa (pudiéndose citar al profesor
Ernesto  García-Trevijano Garnica,  por  ejemplo)  es  preciso  distinguir  entre  la  cesión  del
contrato propiamente dicha y la sucesión del contratista, ya que aquél constituye un negocio
jurídico dirigido directa y específicamente a transmitir el contrato administrativo a favor del
cesionario. Frente a ello, en ocasiones se produce un efecto equivalente, pero a través de
fenómenos  que  no  están  ya  dirigidos  concreta  y  específicamente  a  ceder  un  contrato
determinado. Así ocurre en los supuestos de sucesión de sociedades mercantiles, en los
que el contratista es sustituido por otra entidad distinta, sin que tal sustitución se produzca a
través de la técnica de la cesión de los contratos singularmente considerados.
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La sucesión se produce en supuestos de fusión de sociedades,  en los que la sociedad
absorbente  o  resultante  de  la  fusión  sustituye  a  la  sociedad  extinguida  en  todas  las
relaciones  jurídicas  vigentes,  incluidos,  por  lo  que  ahora  interesa,  los  contratos
administrativos  en  los  que  figurase  como  contratista.  No  nos  encontramos,  en  estos
supuestos, ante la cesión de contratos, porque lo que se produce es una sucesión universal,
que  no  tiene  como  finalidad  específica  la  simple  cesión  de  un  contrato  administrativo
determinado. 

Una situación similar al de fusión de sociedades se produce en los casos de escisión o de
transmisión de una rama de actividad. Desde el punto de vista del Derecho Mercantil  la
escisión de una sociedad puede producirse con o sin escisión de su personalidad jurídica.
La escisión sin extinción de la sociedad escindida ocurre cuando se segrega una o varias
partes del patrimonio de la sociedad, traspasando en bloque las partes segregadas a una o
varias  sociedades  de  nueva  creación  o  ya  existentes;  siendo  ello  lo  que  ha  sucedido
exactamente en el supuesto analizado, ya que, como se ha expuesto anteriormente, por
medio de escritura de 20 de octubre de 2023, la entidad CORPORACIÓN EMPRESARIAL
VECTALIA, S.A. (anteriormente denominada “AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN, S.A.)
como sociedad segregada, transmitió por segregación a favor de VECTALIA PARK, S.L.U.,
como sociedad beneficiaria, una unidad económica independiente que integra, entre otros
elementos de su activo y pasivo, la participación que la sociedad segregada ostenta en la
UTE ROSALEDA.

En  el  supuesto  de  que  la  empresa  contratista  fuera  CORPORACIÓN  EMPRESARIAL
VECTALIA, S.A., individualmente considerada (y no la UTE ROSALEDA), no se trataría de
un supuesto de cesión del contrato a favor de VECTALIA PARK, S.L.U.,  pues el negocio
jurídico formalizado no tendría como objetivo específico la mera cesión de un determinado
contrato, sino que éste se integraría en la parte escindida, junto con el resto de negocios
jurídicos, activos y pasivos que correspondan.

Sin  embargo,  en  este  caso  concreto,  la  empresa  contratista  no  es  CORPORACIÓN
EMPRESARIAL  VECTALIA,  S.A.,  individualmente  considerada,  ya  que  la  que  resultó
adjudicataria de la licitación fue la oferta conjunta presentada por dos empresas en Unión
Temporal de Empresas (UTE); por lo que son ambas empresas las que resultarían obligadas
solidariamente a ejecutar el contrato, esto es, ENRIQUE ORTIZ E HIJOS CONTRATISTA
DE  OBRAS,  S.A,  por  una  parte,  y  CORPORACIÓN  EMPRESARIAL  VECTALIA,  S.A.
(anteriormente denominada “AUTOBUSES PLAYA DE SAN JUAN, S.A.”)

Debemos  recordar  que  la  UTE,  en  el  sistema español,  carece  de  personalidad  jurídica
propia,  razón  por  la  que,  sin  perjuicio  de  que  sea  habitual  identificar  a  la  UTE  como
contratista, con rigor son los miembros de la UTE conjuntamente los contratista, bajo el
referido  principio  de  responsabilidad  solidaria.  En  definitiva,  cuando  la  legislación  de
contratos se refiere explícitamente a que la Administración puede contratar con UTEs la
realidad es que jurídicamente está contratando conjuntamente con todos los miembros de la
UTE, afirmación que tiene su importancia desde la perspectiva que ahora interesa resaltar.

Es por ello que cabe plantearse si la retirada de uno de los miembros de la UTE durante la
fase  de  ejecución  del  contrato  exigiría  en  todo  caso  la  previa  autorización  de  la
Administración contratante, a lo que hay que responder afirmativamente; y ello por cuanto, si
se parte del principio de responsabilidad solidaria que opera entre los miembros de la UTE,
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el  abandono  de  la  UTE  por  cualquiera  de  ellos  perjudicaría  a  la  Administración,  al
desaparecer uno de los responsables solidarios frente a ella. 

Dicho esto, cabría plantearse si la transmisión de un porcentaje de participación en la UTE a
favor de un tercero podría ser considerado como una cesión del contrato a la que se daba
aplicar  el  régimen  previsto  a  las  cesiones  del  contrato.  Aunque  la  ausencia  de  una
regulación específica en el TRLCAP puede crear incertidumbre jurídica (a diferencia de lo
que ocurre con la vigente LCSP), lo cierto es que la entrada de un tercero en el seno de la
UTE requiere la autorización previa y expresa de la Administración, como si de la cesión de
un contrato se tratase.

En efecto, al carecer de personalidad jurídica la UTE, la oferta lo es en realidad de todos los
partícipes  conjuntamente,  de  forma  que  la  incorporación  de  un  nuevo  empresario,  por
cualquier vía o negocio jurídico, equivaldría jurídicamente a la incorporación de un nuevo
contratista (conjuntamente con los demás que conforman la UTE) frente a la Administración.
Y sin duda ello no puede hacerse sin la conformidad previa de la Administración, es decir, de
la otra parte en el contrato administrativo.

Dicha  conclusión  opera  con  independencia  de  que  la  entrada  del  tercero  suponga  la
sustitución completa de una de las empresas que hasta entonces era miembro de la UTE, o
signifique  simplemente  su  incorporación  manteniendo  como  miembro  de  la  UTE  al
transmisor de parte de su porcentaje de participación. Sin duda, en este último caso sería
más fácil obtener la autorización de la Administración, ya que, en definitiva, la incorporación
de otra empresa a la UTE beneficiaría a la Administración, que tendría frente a sí, sometida
al  régimen  de  responsabilidad  solidaria,  a  una  empresa  adicional  respecto  de  las  que
conformaban en origen la UTE.

Por  tanto,  aunque  la  operación  de  transmisión  de  la  rama  de  actividad,  que  incluía  la
participación en la UTE ROSALESA, formalizada en escritura pública de 20 de octubre de
2023, a favor de VECTALIA PARK, S.L.U, podría ser considerada como un supuesto de
sucesión del contratista, si éste hubiera sido CORPORACIÓN EMPRESARIAL VECTALIA,
S.A., individualmente considerada (lo que no sucede en este caso); debe aplicarse, a falta
de  regulación  específica  en el  TRLCAP,  el  régimen de  la  cesión  de los  contratos,  que
requiere la previa y expresa autorización de la Administración contratante, ya que, en este
caso, la entidad contratante es la UTE ROSALEDA, carente de personalidad jurídica propia.

A la misma conclusión llegaríamos si aplicásemos por analogía lo dispuesto en el artículo
69.9, apartado a), de la vigente LCSP, al cual se ha hecho referencia con anterioridad, el
cual aplica expresamente el régimen de la cesión de contratos, exigiendo la previa y expresa
autorización del órgano de contratación, siempre que, para contratos de concesión de obras,
se se haya efectuado su explotación durante al menos la quinta parte del plazo de duración
del  contrato;  y,  asimismo,  las  entidades  integrantes  de la  UTE continúen reuniendo los
requisitos  de  capacidad  de  obrar  y  solvencia,  y  no  estén  incursas  en  prohibición  para
contratar. 

De ello se deduce que la transmisión de la rama de actividad o de la unidad económica
independiente, que incluía la participación que ostentaba CORPORACIÓN EMPRESARIAL
VECTALIA, S.A. en la UTE ROSALA, y que se llevó a término en escritura pública de 20 de
octubre de 2023,  requería la  previa y  expresa autorización por parte  del  Pleno del
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Ayuntamiento de Alcoy; habiéndose omitido dicho trámite preceptivo, pues no es hasta
febrero  de  2026  cuando  la  Administración  tiene  conocimiento  de  dicha  transmisión  por
medio de la presentación de la escritura pública de 20 de enero de 2026, de cambio de
socio,  de  de  denominación  social  y  de  miembros  del  comité  de  gerencia  de  la  UTE.
Realmente dicho cambio de socio de la UTE ROSALEDA ocurrió mucho antes, con fecha 20
de octubre de 2023, como ha quedado acreditado, si bien se reflejó documentalmente con
fecha 20 de enero de 2026, para poder formalizar la decisión de cambiar los miembros del
comité de gerencia de la UTE. 

En consecuencia,  y  expuestos los razonamientos jurídicos que anteceden, se llega a la
conclusión  de  que,  como acertadamente se  indica  en el  informe jurídico  emitido por  la
asesoría municipal externa, procede la inadmisión del recurso interpuesto por la recurrente,
habida  cuenta  de  que  la  legitimación  corresponde  única  y  exclusivamente  a  la  UTE
adjudicataria para accionar respecto de las cuestiones que surjan a lo largo del contrato
concesional de referencia. 

TERCERO.  Conformidad  a  Derecho  de  la  inadmisión  del  escrito  de  oposición
formulado frente al Oficio de fecha 19 noviembre de 2025, emitido por la Concejal
delegada en materia de contratación.

En el informe jurídico emitido por la asesoría municipal externa se expone que “Tal y como
ha  quedado  acreditado,  es  conforme a  Derecho  la  inadmisión  del  escrito  de  oposición
formulado por la UTE adjudicataria  frente al Oficio de la Concejal delegada en materia de
contratación de 19 de noviembre de 2025, por cuanto dicha comunicación era un mero acto
de trámite y de reproducción de un acto anterior firme y consentido por la recurrente por
cuanto se aquietó frente al Acuerdo del Pleno de 5 de septiembre de 2025, por el que se
acordaba el  alzamiento  de la  suspensión de la  actividad concesional.  Y sin  que pueda
acogerse que tal Oficio fuera un acto de trámite cualificado -por cuanto resulta evidente que
es un mero requerimiento formulado ante el incumplimiento del Acuerdo plenario- ni  que
escritos  formulados  por  la  contratista,  solicitando  información  o  documentación,  puedan
constituir en sí mismos un recurso de reposición previo.”

Con respecto al escrito presentado por la UTE con fecha 8 de septiembre de 2025, se alega
en el  recurso de reposición (escrito  de fecha 5-3-2026) que   “En el  presente caso,  nos
hallamos, en primer  lugar,  con el  escrito  presentado por la  UTE compareciente el  8  de
septiembre  de  2025,  donde  claramente:  a)  Se  identifica  el  acuerdo  de  05/09/2025,  b)
Manifiesta  disconformidad  expresa,  c)  Denuncia  omisiones  sustanciales,  d)  Solicita
suspensión del acto de entrega y e) Anuncio ejercicio de acciones frente al acuerdo.” Es
decir, que la entidad recurrente considera que el referido escrito reúne todos los elementos
estructurales para poder ser considerado como recurso de reposición. 

Sin embargo, en dicho escrito de 8 de septiembre de 2025 no se interesó que se dejase sin
efecto el  acuerdo adoptado por el  Pleno del Ayuntamiento de  Alcoy en sesión de 5 de
septiembre de 2025, sino que se adoptase una Resolución acordando informar a la UTE
sobre determinados extremos relativos a la licencia de actividad, y facilitar  determinados
informes técnicos; todo ello con anterioridad a la realización del acto de recepción y entrega
de las instalaciones; solicitándose que se dejase sin efecto la convocatoria realizada para
ese  mismo  día,  8  de  septiembre  de  2025,  reservándose  cuantas  acciones  legales  se
consideraran oportunas. En modo alguno puede calificarse como recurso de reposición, o
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medio de impugnación, en definitiva, un escrito que no solicita que se deje sin efecto un
concreto acto administrativo, teniendo en realidad dicho escrito, en este caso, carácter de
mera petición, al solicitarse un aplazamiento del acto de entrega de las instalaciones hasta
que la entidad contratista dispusiera de determinada información cuya entrega, asimismo,
era objeto de solicitud en el mismo escrito. 

De hecho, por medio de Oficio de la Concejal delegada de Administración Local, de fecha 12
de septiembre de 2025, se facilitó a la UTE la información solicitada, advirtiéndole de que,
según  los  informes  técnicos  emitidos,  la  licencia  de  actividad se  encuentra  en  vigor,  y
convocándola para el acto de recepción y entrega de las instalaciones para el día 24 de
septiembre de 2025, a las 12,00 horas. 

En  consecuencia,  no  es  cierto  que,  tal  y  como  se  indica  en  el  recurso  de  reposición
planteado, el escrito de fecha 8 de septiembre de 2025 deba calificarse como medio de
impugnación ya que,  en absoluto, se pretendía en el  mismo dejar sin efecto el  acuerdo
plenario adoptado hacía apenas tres días, concretamente el 5 de septiembre de 2025.

Son numerosas las sentencias que se pronuncian sobre la procedencia de la inadmisión del
recurso  por  la  excepción  de  acto  consentido  y  firme,  pudiéndose  citar,  entre  otras,  la
Sentencia 926/2000, de 11 de octubre de 2000, de la Sala de lo Contencioso-administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sección 8 ª). Conforme a dicha jurisprudencia,
de admitirse recursos contra actos firmes y consentidos se vulneraría el carácter preclusivo
de los recursos, y se vulneraría el principio de seguridad jurídica. 

Efectivamente,  la  excepción  de  acto  consentido  y  firme  es  un  principio  del  Derecho
Administrativo que impide impugnar, tanto en vía administrativa, como en vía judicial, un
determinado acto administrativo si no se recurrió en tiempo y forma, para evitar, de esta
manera, la revisión perpetua de decisiones administrativas, lo que, sin duda, haría quebrar
el principio de seguridad jurídica. 

Las Administraciones Públicas cuentan con la potestad de autotutela, la cual les permite
dictar resoluciones  o actos administrativos que se presumen válidos, que tienen eficacia y
que, con las limitaciones previstas en las leyes y en la Constitución, pueden ejecutarlos por
sí mismas (arts. 38, 39 y 98 LRJCA, entre otros).

En el caso de que un determinado acto administrativo no se impugne en tiempo y forma, se
produce el denominado acto consentido que impediría un posterior recurso judicial por la
prohibición contenida en el artículo 28 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción  Contencioso-Administrativa  (LRJCA).  Esta  consituye  la  primera  de  las
acepciones  de  la  “cosa  juzgada  administrativa”,  aunque  la  jurisprudencia  prefiere  la
denominación de firmeza administrativa. Entre otras, puede citarse la Sentencia de 22 de
abril de 2021, de Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 8ª) del Tribunal Superior de
Justicia  de  Madrid  (Recurso  núm.  520/2019,  ECLI:  ES:TSJM:2021:3936),  así  como  la
Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 2015 (Recurso núm. 30/2013,  ECLI:
ES:TS:2015:4186). En esta última sentencia se dice que:

“(…) Aunque propiamente no pueda hablarse de cosa juzgada administrativa, al ser
ésta una institución de las resoluciones judiciales en sus dos aspectos, uno de carácter
negativo,  que  se  identifica  con  la  firmeza  o  la  impugnabilidad,  y  que  consiste  en  la
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imposibilidad de sustituir con otra la resolución pasada en autoridad de cosa juzgada, otro
de carácter positivo, el de la efectividad u obligado respeto del Tribunal a lo dispuesto en la
resolución con fuerza de cosa juzgada, con la consiguiente necesidad jurídica de atenerse a
lo resuelto, y de no decidir ni proveer diversa o contrario a ello, la expresión de cosa juzgada
administrativa  que  utiliza  la  Sala  de instancia  haya que entenderla  como equivalente  a
firmeza administrativa, que es lo que ocurre en el caso de autos, al pretender Josel, S.L.,
volver  a  plantear  temas ya  resueltos  definitivamente  y  en  sentido  desestimatorio  por  la
resolución del TEAC de 17 de abril de 2008.”

Efectivamente, y como afirma el Tribunal Supremo, debe apreciarse la necesidad jurídica
de atenerse a lo ya resuelto, en virtud del principio de firmeza administrativa, sin que
sea posible  reabrir  el  debate  sobre  temas ya  decididos  definitivamente;  por  lo  que,  en
consecuencia, se comparte la conclusión a la que llega el informe jurídico emitido por la
asesoría municipal externa, en el sentido de que es conforme a Derecho la inadmisión del
escrito de oposición formulado por la UTE adjudicataria del contrato frente al Oficio de la
Concejal delegada en materia de contratación de 19 de noviembre de 2025.

CUARTO.  Alegaciones  relativas  a  la  falta  de  entrega  de  documentación  para  el
adecuado ejercicio de defensa, y a la licencia de actividad. 

En el escrito de fecha 25 de febrero de 2026, presentado por la UTE ENRIQUE ORTIZ E
HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS, S.A.-VECTALIA PARK, S.L.U., UNIÓN TEMPORAL DE
EMPRESAS,  LEY 18/82,  y  que califica  como de “alegaciones  contradictorias”,  frente  al
acuerdo plenario de fecha 26 de enero de 2026, se alega falta de documentación para el
adecuado ejercicio de defensa, requiriéndose de la entrega de determinada documentación
que se especifica para la apertura del aparcamiento. 

Sin  embargo,  y  como se  expone  en  el  informe jurídico  emitido  por  el  TAG adscrito  al
departamento municipal de contratación, de fecha 21 de 2026, y que sirvió de base para la
adopción del acuerdo plenario de fecha 26 de enero de 2026; según informe de la dirección
facultativa de fecha 9 de abril de 2026 los documentos reclamados son innecesarios para la
apertura de la actividad,  salvo la resolución administrativa de adecuación de la licencia de
actividad tras la reforma estructural, obtenida tras la obtención de la OCA favorable respecto
a  las  nuevas  instalaciones  realizadas  y/o  modificadas,  la  presentación  del  proyecto  de
actividad y los proyectos parciales de legalización de instancias y la certificación final de
obra parcial.

A tal  efecto,  se  ha emitido nuevo informe por  el  Jefe del  Departamento de Licencias y
Aperturas en fecha 17 de marzo de 2026, en el que se ratifica en su informe anterior de
fecha 16 de diciembre de 2025, en el que se afirma que “estando, por tanto, la Licencia de
Actividad  en  vigor”,  así  como  que,  en  todo  caso  “la  obligación  recaería  sobre  el
concesionario, al ser quien explota la actividad, quien obtiene el beneficio económico y quien
controla el funcionamiento de la instalación”.

Por  consiguiente,  el  técnico  municipal  concluye  que  el  aparcamiento  de  referencia,  al
contrario  de  lo  aducido  por  la  concesionaria,  sí  dispone  de  licencia  de  actividad.  No
obstante, recuerda que, en todo caso,  sería obligación de la adjudicataria solicitar el título
habilitante que considere oportuno. 
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QUINTO. Análisis de las alegaciones relativas a la entrega del aparcamiento, y a la
existencia de riesgos. Incumplimiento del deber de mantenimiento de la instalación.

En  cuanto  a  la  entrega  del  aparcamiento,  se  ha  emitido  nuevo  informe  del  ingeniero
municipal de fecha 7 de abril de 2026, en el que se informa lo siguiente:

“Consultado el proyecto constructivo de la reforma para dar cumplimiento a la STSJCV se
comprueba  que  de  las  364  plazas  primitivas  se  eliminan  tan  sólo  21  (habiendo  sido
adaptadas con mayores dimensiones 4 según la vigente normativa de accesibilidad). Por lo
que el cómputo que realiza el alegante indicando que se pierden 31 plazas de aparcamiento,
al considerar que algunade ellas es de ancho inferior a 2,2 metros, no se justifica.

En cuanto al uso de maquinaria pesada para la ejecución de las obras que pudiera haber
dañado la estructura de los forjados preexistentes, cabe informar que en todo momento se
ha utilizado maquinaria pequeña debido a la limitación de gálibo entre plantas, y que el
tráfico perimetral a la plaza por las calzadas, ha sido siempre el reglamentario. Por lo que no
puede tomarse en consideración que la ejecución de las obras haya agravado la patología
preexistente de los forjados reticulares.

En  lo  concerniente  a  las  instalaciones  de  extracción  de  humos  (CO2)  se  presenta  el
certificado por instalador autorizado (NIF: 48285452B), empresa TECNOCRISA SYSTEMS,
S.L.  con  fecha  de  firma  de  25  de  julio  de  2025,  indicando  que  la  instalación  ha  sido
ejecutada y probada conforme al proyecto, a la normativa de aplicación y a las indicaciones
de la dirección facultativa de las obras.

Finalmente,  en  cuanto  al  resto  de  problemas  aducidos  en  los  equipamientos  del
aparcamiento cabe informar lo siguiente:

En cuanto al estado de inoperatividad de las barreras de acceso y máquinas tiqueteras, las
obras de reforma supusieron la desconexión y retirada temporal de esas instalaciones, que
con posterioridad se  repusieron pero  no conectaron porque la  empresa instaladora  nos
indicó su software estaba obsoleto. La sustitución por maquinaria nueva excedía en mucho
el  alcance  del  proyecto  de  reforma,  añadido a  la  gran reticencia  a  atendernos  que  ha
mostrado la empresa instaladora.

En cuanto al  mobiliario y equipamiento de oficina, éste fue retirado por el  concesionario
antes de la suspensión efectiva de su actividad, previo al inicio de las obras; aquello que
dejó fue considerado como "abandonado", al igual que la gran cantidad de residuos que
albergaban distintas dependencias del aparcamiento. Tras comunicación al departamento de
Contratación, se nos indicó que estos residuos fuesen gestionados”. 

Igualmente,  consta  informe  de  fecha  30  de  octubre  de  2025  del  Ingeniero  municipal
desestimando punto por puntos las deficiencias aducidas por la adjudicataria. Y, en idéntico
sentido, informe de fecha 22 de diciembre de 2025, suscrito por el arquitecto D. Santiago
Pastor Vila, en su condición de director facultativo de la obra de reforma.

A la  vista  de  los  referidos  informes  técnicos,  consta  acreditado  que  no  existe  ninguna
deficiencia sustancial que impida el alzamiento de la suspensión acordada y, por ende, la
inmediata explotación de dicho servicio público. 
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Tal y como indica en el informe jurídico, emitido por la asesoría municipal externa, en el
supuesto  de  que  se  acreditase  alguna  deficiencia  imputable  a  la  obra  de  reforma,
únicamente se trataría de una cuestión económica, que debería sustanciarse en el marco de
una  relativa  al  posible  reequilibrio  económico  del  contrato  como  consecuencia  de  la
suspensión acordada en su día; pero que ello sea impedimento, en absoluto, para reanudar
la explotación del aparcamiento.

Por lo que se refiere a la existencia de riesgos, en el informe jurídico emitido por la asesoría
municipal  externa  se  reproducen  una  serie  de  informes  técnicos,  tanto  de  funcionarios
municipales, como de la dirección facultativa de las obras de reforma, que se pronuncian, en
síntesis, en el sentido de que  las lesiones que siguen existiendo en el aparcamiento no
hacen inviable la apertura de la actividad, sin perjuicio de que deban ser objeto, como lo
eran ya hace años mientras se explotaba el aparcamiento, de una reparación. 

Especialmente ilustrativo resulta el informe emitido por el ingeniero municipal, de fecha 6 de
noviembre de 2025, el cual concluye en el siguiente sentido:

“ (…) con el alcance (meramente observacional) y el ámbito de estudio (tan sólo las franjas
de los forjados reticulares preexistentes en el forjado de cubierta y el  forjado del primer
sótano) de la UPV; la controversia en la interpretación de la resistencia mínima frente a
fuego según el uso existente sobre el aparcamiento (plaza pública, no un edificio); así como
el margen de seguridad que supone el sobredimensionamiento de las armaduras de los
forjados reticulares con respecto a su  proyecto y  las reparaciones paliativas del  forjado
reticular  ejecutadas;  y  viendo las consideraciones de la  dirección de las obras sobre la
seguridad estructural, cabe reiterar la necesidad de mantener y conservar adecuadamente
el edificio de aparcamientos, e impermeabilizar correctamente la estructura bajo las aceras y
calzadas perimetrales, así como el correcto sellado de las juntas de los muros pantalla de
los sótanos, y las reparaciones estructurales que correspondan en los forjados reticulares,
debiendo el concesionario presenta para su aprobación, un proyecto de reparación en el
plazo de 2 meses”.

Sin que, por otra parte, se tenga constancia de que la entidad concesionaria haya cumplido,
a  fecha  del  presente,  con  su  obligación  de  presentar  el  correspondiente  proyecto  de
reparación,  como  se  indica,  asimismo,  en  el  informe  jurídico  emitido  por  la  asesoría
municipal externa. 

Por su interés, en orden a valorar las alegaciones contenidas en el recurso de reposición,
conviene  traer  a  colación  la  Sentencia  4/2016,  de  4  de  enero,  del  Juzgado  de  lo
Contencioso-Administrativo  número  3  de  Alicante,  dictada  en  el  procedimiento  ordinario
núm. 117/2015, por la que se desestima íntegramente el recurso interpuesto por la UTE
concesionaria, afirmándose lo siguiente:

“Sin embargo estas pruebas quedan desvirtuadas por las practicadas en esta instancia del
Ayuntamiento de Alcoy; que afirmó que la levantada por el Ingeniero municipal de caminos,
canales  y  puertos  don  F.  M.  R.,  se  señaló  el  aparcamiento  subterráneo  inferior  se
encontraba totalmente  clausurado,  los accesos al  aparcamiento  sucios;  y  goteras  como
consecuencia de filtraciones calcáreas, en lo que hace el aparcamiento estuviera al 60% de
su capacidad.
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(…) Existe, por último, un hecho alegado por la Administración que propiamente no es objeto
de  enjuiciamiento  en  este  pleito,  como  son  las  condiciones  en  las  que  se  hallan  las
instalaciones  cuya  gestión  depende  del  contratista.  Esta  circunstancia  dio  lugar  a  la
tramitación de un procedimiento judicial entre ambas partes que finalizó con la Sentencia nº
134/2015, de 27 de marzo, del JCA1 de Alicante (dictada en el PA 500/2013), aportada por
el Ayuntamiento como Documento nº 9 de su contestación a la demanda. En la misma el
objeto de enjuiciamiento es la imposición de una sanción por parte de la Junta de Gobierno
Local por incumplimiento contractual, supuesto que es objeto de confirmación por el órgano
judicial.

Como ya hemos señalado, no es objeto de este contencioso realizar valoraciones sobre lo
enjuiciado  en  aquel  procedimiento;  pero  sí  es  cierto  que  ha  sido  reconocido  un
incumplimiento  por  parte  de  la  aquí  recurrente  de  sus  obligaciones  de  conservación  y
mantenimiento del propio aparcamiento subterráneo.

Que existe toda una planta del aparcamiento que no está siendo utilizada (la más profunda)
como consecuencia de los menores; así que en la primera planta existían varias plazas de
aparcamiento no utilizables por presentar goteras.
Se trata en ambos casos de un elemento no imputable al Ayuntamiento y evidentemente
supone una merma en la capacidad del aparcamiento. 

Y jurídicamente, uno de los requisitos para poder solicitar el equilibrio financiero del contrato
es  que  los  hechos que producen el  desequilibrio  sean totalmente independientes  de  la
conducta un buen o mala gestión del contratista o de la Administración contratante, ya que la
teoría de la imprevisión no es un seguro de imprudencia o impericia. Y en el caso que nos
ocupa, es evidente que ha habido una gestión eficiente, que ha dado lugar al procedimiento
tramitado ante el JCA1 de Alicante. Las fotografías que obran junto al documento número 6
de  los  aportados  con la  contestación  a  la  demanda  por  el  Ayuntamiento  son  más que
expresivas de la deficiente situación de mantenimiento del  aparcamiento, con lo cual  es
evidente que existe una gestión no adecuada cuyo resultado no puede ser imputado a la
Administración”.

Es decir, que, como acertadamente se indica en el informe jurídico emitido por la asesoría
municipal  externa,  existiría  cosa  juzgada  en  el  hecho que  las  filtraciones  de  agua  son
imputables única y exclusivamente a la adjudicataria, que  ha incumplido sus obligaciones
contractuales relativas al mantenimiento de la instalación, lo que conlleva a concluir que, en
caso de no reapertura o reanudación de la actividad por este motivo, constituye igualmente
causa imputable al contratista. 

SEXTO. Solicitud de medida cautelar de suspensión. 

La interposición del recurso general como regla general no suspende la ejecución del acto
impugnado, ya que tal y como dispone el artículo 117 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la interposición
de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario,
no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

Document firmat electrònicament (RD 1671/2009). L’autenticitat d’aquest document pot ser comprovada per mitjà del CSV:
16340462505723241727 en https://sedeelectronica.alcoi.org/validacion
Plaça d’Espanya, 1 – Tel. 965 53 71 00 – Fax 965 53 71 61 –  e-mail ajualcoi@alcoi.org – web http://www.alcoi.org



Ajuntament d’Alcoi

Si bien, este mismo artículo también establece que el órgano a quien competa resolver el
recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el  perjuicio que causaría al
interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia
de la  eficacia  inmediata  del  acto  recurrido,  podrá suspender,  de  oficio  o  a solicitud  del
recurrente,  la  ejecución del  acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes
circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho
previstas  en  el  artículo  47.1  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En este caso, la solicitud de suspensión no se justifica en ninguna de dichas circunstancias,
limitándose a indicar que se solicita dicha medida al amparo de lo dispuesto en el artículo
117 de la LPACAP, para que se acuerde suspender la eficacia y ejecutividad del acuerdo de
26 de enero de 2026; e interesandose, asimismo, que el órgano de contratación se abstenga
de iniciar expediente de resolución contractual mientras se resuelve el recurso.

No obstante, la ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un
mes desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el registro electrónico de
esta administración, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado
resolución expresa al  respecto;  siendo ello  lo  que ha ocurrido en este caso,  ya que ha
transcurrido más de un mes desde la presentacion desde la solicitud de suspensión, con
fecha 5 de marzo de 2026.

El  artículo  117.4,  párrafo tercero,  señala que “La suspensión se prolongará después de
agotada la vía administrativa cuando, habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista
medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa. Si el
interesado  interpusiera  recurso  contencioso-administrativo,  solicitando  la  suspensión  del
acto  objeto  del  proceso,  se  mantendrá  la  suspensión  hasta  que  se  produzca  el
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.”

En  este  caso,   aunque  puede  entenderse  estimada  por  silencio  la  solicitud  de  medida
cautelar de suspensión, dicha suspensión dejará de estar vigente en el momento en que el
Pleno del Ayuntamiento de Alcoy adopte la decisión de inadmitir el recurso de reposición, sin
que pueda entenderse prolongada hasta que, en su caso, se produzca el correspondiente
pronunciamiento judicial. 

SÉPTIMO. Procedimiento y órgano competente.

No consta la existencia de otros interesados a los que haya que conceder el  trámite de
audiencia con anterioridad a adoptar la decisión que corresponda con respecto al recurso de
reposición interpuesto; por lo que puede ser sometido directamente a la consideración del
órgano competente para resolver el recurso que, en este caso, es el Pleno del Ayuntamiento
de Alcoy, por ser el órgano que dictó el acto objeto de impugnación, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 123.1 de la LPACAP.

CONCLUSIÓN-RESUMEN: 
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Procede  que  por  el  Pleno  de  la  Corporación  se  acuerde  la  inadmisión  del  recurso  de
reposición, el cual incluye el escrito de “alegaciones contradictorias” (escrito de fecha 25-2-
2026),  interpuesto  frente  al  Acuerdo  del  Pleno  de  26  de  enero  de  2026,  por  falta  de
legitimación activa de la UTE recurrente.

Considerando que la competencia para esta contratación corresponde al Pleno, a tenor de lo
dispuesto en la disposición adicional 2ª, apartado 2, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de
Contratos del Sector Público, 

Visto el dictamen favorable de la Comisión Informativa de Gobernación y Régimen Interno,
el Pleno de la Corporación, por mayoría de sus asistentes, con los votos a favor de los
concejales de los grupos políticos SOCIALISTA (9), COMPROMÍS ALCOI (3) y GUANYAR
ALCOI (2), y la abstención de los concejales de los grupos políticos POPULAR (8) y VOX
ALCOY (3), adopta los siguientes acuerdos:

Primero.- Acordar la inadmisión del recurso de reposición, el cual incluye el escrito de “ale-
gaciones contradictorias” (escrito de fecha 25-2-2026), interpuesto por la UTE denominada
ENRIQUE ORTIZ E HIJOS CONTRATISTA DE OBRAS SA – VECTALIA PARK S.L.U.
UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS, LEY 18/82  frente al Acuerdo del Pleno de 26 de
enero de 2026, por falta de legitimación activa de la UTE recurrente.

Segundo.- Notificar el presente acuerdo al interesado

2. 14028/2026 UNITAT ADMINISTRATIVA DE TRIBUTS 
CREACIÓ DEL PREU PÚBLIC PER LA VISITA AL MUSEU CAMILO SESTO

Vista la documentación obrante en el expediente de referencia sobre la creación del
Precio Público por la visita al museo Camilo Sesto.

Al amparo de los artículos 127 y 41 a 47 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de
marzo,  (BOE 59,  de  9  de  marzo)  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

Visto el dictamen favorable de la Comisión Informativa de Gobernación y Régimen Interno,
el Pleno de la Corporación, por mayoría de sus asistentes, con los votos a favor de los
concejales de los grupos políticos SOCIALISTA (9), COMPROMÍS ALCOI (3) y GUANYAR
ALCOI (2), con los votos en contra de los concejales del grupo político VOX ALCOY (3), y la
abstención  de  los  concejales  del  grupo  político  POPULAR  (8),  adopta  los  siguientes
acuerdos:

Document firmat electrònicament (RD 1671/2009). L’autenticitat d’aquest document pot ser comprovada per mitjà del CSV:
16340462505723241727 en https://sedeelectronica.alcoi.org/validacion
Plaça d’Espanya, 1 – Tel. 965 53 71 00 – Fax 965 53 71 61 –  e-mail ajualcoi@alcoi.org – web http://www.alcoi.org



Ajuntament d’Alcoi

Único.-  Creación  del  Precio  Público  por  la  visita  al  museo  Camilo  Sesto,  que  queda
redactado en los siguientes términos: 

6.15  PRECIO PÚBLICO POR LA VISITA AL MUSEO CAMILO SESTO

NATURALEZA Y OBJETO
Artículo 1º.-

De conformidad con lo previsto en el artículo 127 en relación con el artículo 41 y
siguientes, del Real Decreto Legislativo 2/2004, Texto Refundido de la ley de Haciendas
Locales (BOE de 9 de marzo), este Ayuntamiento establece el Precio Público por la visita al
museo Camilo Sesto.

OBLIGADOS AL PAGO
Artículo 2º.-

Están obligados al pago del precio público aquellas personas que visiten el museo
Camilo Sesto.

RESPONSABLES
Artículo 3.

En caso de que las personas usuarias de las visitas, sean menores de edad, serán
responsables los padres, madres, tutores o los que tengan la representación legal.

TARIFA
Artículo 4.

La tarifa aplicable es la siguiente:
 

TARIFAS

Tarifa General 10,00 €

Tarifa  reducida  (grupos,  mayores  de  65  años,
estudiantes  universitarios,  menores  de  35  años,
personas  con  discapacidad,  desempleado,  familia
numerosa/monoparental)

8,00 €

Tarifa personas empadronadas en Alcoy 6,00 €

Tarifa bonificada:  (*)
- Día internacional de los museos (18 de mayo)
- Día mundial del Turismo (27 de septiembre)

5,00 €

(*) En caso de caer entre semana el descuento será aplicable el mismo día y/o durante un
día del fin de semana asignado.
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EXENCIONES
Artículo 5.

� Estarán exentos de pago los/as niños/as menores de 5 años.
� Estarán  exentos  docentes,  solo  cuando  acompañen  a  un  grupo  escolar  en  el
ejercicio de su actividad decente
� Guías oficiales

DEVENGO
Artículo 6º.-

El devengo del precio se producirá desde el momento en que el visitante solicite su
entrada en los recintos municipales, entendiéndose producida tal solicitud con la adquisición
de los tickets u otros documentos justificativos del pago del precio.

El pago del precio será previo al acceso al museo en todo caso.

NORMAS DE GESTIÓN
Artículo 7º.-

1.-  Las  normas  de  gestión  y  de  pago  de  la  entrada  será  la  que  establezca  el
Departamento que gestiona el Museo.

2.- El descubrimiento de personas dentro de los recintos sin haber procedido al pago
del importe, será considerado como infracción, imponiéndose en concepto de multa una
cantidad igual al doble de la cuota defraudada, exigiéndole dicha cuota o expulsándole del
museo si no la abona en el momento.

3.- Cuando por causas no imputables al visitante, el servicio no se preste, procederá
la devolución del importe correspondiente, a instancia de la persona interesada.

DISPOSICIÓN FINAL
El  presente  acuerdo  de  ordenación  del  precio  público  ha  sido  aprobado  por  el

Ayuntamiento Pleno en sesión de fecha 21 de mayo de 2026 y entrará en vigor el  día
siguiente de su publicación en el B.O.P.

3. 10996/2026 UNITAT ADMINISTRATIVA DE TRIBUTS 
MODIFICACIÓ  DEL  PREU  PÚBLIC  DE  L’ESCOLA  MUNICIPAL  D’ESTIU  2026  DE
L’AJUNTAMENT D’ALCOI

Vista la documentación obrante en el expediente de referencia sobre la modificación
del Precio Público de la Escuela Municipal de verano 2026 del Ayuntamiento de Alcoy.
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Al amparo de los artículos 127 y 41 a 47 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de
marzo,  (BOE 59,  de  9  de  marzo)  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

Visto el dictamen favorable de la Comisión Informativa de Gobernación y Régimen Interno,
el Pleno de la Corporación, por mayoría de sus asistentes, con los votos a favor de los
concejales de los grupos políticos SOCIALISTA (9), COMPROMÍS ALCOI (3) y GUANYAR
ALCOI (2), con los votos en contra de los concejales del grupo político VOX ALCOY (3), y la
abstención  de  los  concejales  del  grupo  político  POPULAR  (8),  adopta  los  siguientes
acuerdos:

Único.-  Modificación  del  Precio  Público  de  la  Escuela  Municipal  de  verano  2026  del
Ayuntamiento de Alcoy, que queda redactado en los siguientes términos: 

6.13  PRECIO  PÚBLICO  POR  LA  PRESTACIÓN  DE  LA  ESCUELA  MUNICIPAL  DE
VERANO 2026 DEL AYUNTAMIENTO DE ALCOY

Artículo 1.

De conformidad con lo previsto en el artículo 127 en relación con el artículo 41 y
siguientes, del Real Decreto Legislativo 2/2004, Texto Refundido de la ley de Haciendas
Locales  (BOE  de  9  de  marzo),  este  ayuntamiento  establece  el  Precio  Público  por  la
prestación de los servicios de la Escuela Municipal de verano 2026 del Ayuntamiento de
Alcoy.

La prestación de los servicios de la Escuela Municipal  de Alcoy de 2026 que se
realizará en la Piscina Municipal Jose Trenzano Alós del 29 de junio al 7 de agosto.

La escuela de verano se desarrollará durante 6 semanas:
� del 29 de junio al 3 de julio
� del 6 de julio al 10 de julio
� del 13 de julio al 17 de julio
� del 20 de julio al 24 de julio
� del 27 de julio al 31 de juliol
� del 3 de agosto al 7 de agosto

La regulación de la escuela municipal de verano se encuentra recogida en las “Bases
Escuela  Municipal  de  verano  de  Alcoi  2026”,  teniendo  por  finalidad  el  presente  Precio
Público, única y exclusivamente la gestión económica y de cobro de la tarifa que abajo se
establece por la asistencia a la Escuela.

OBLIGADOS AL PAGO

Artículo 2.

Están obligados al pago del precio público aquellas personas usuarias o beneficiarias
solicitantes  de  los  servicios  o  actividades  de  la  escuela  municipal  de  verano  2026  del
Ayuntamiento de Alcoy.

RESPONSABLES
Artículo 3.
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En caso de que las personas usuarias de los servicios o actividades sean menores
de edad, serán responsables los padres, madres, tutores o los que tengan la representación
legal, y en este caso tendrán que rellenar el documento de autorización correspondiente.

TARIFA
Artículo 4.

La tarifa aplicable es de 28 € por semana.
 

EXENCIONES
Artículo 5.

       Las plazas de la “Escuela Municipal de Verano de Alcoi 2026” bonificadas al 100%,
es decir 20 plazas semanales durante 6 semanas, 120 plazas en total, serán las ocupadas
por los niños,  niñas y adolescentes derivados por Servicios Sociales con informe técnico
relativo a su vulnerabilidad económica y/o social. Esta vulnerabilidad social será valorada
por las trabajadoras sociales del departamento. 

Artículo 6. 

Los precios se abonarán con carácter previo a la utilización del servicio o actividad
de la Escuela de verano. El pago solo podrá efectuarse por medio de la sede electrónica
municipal,  mediante autoliquidación, en su caso, podrán ser asistidos los usuarios por el
Departamento de Servicios Sociales. 

No  se  podrá  participar  en  la  actividad  sin  acreditar  el  abono  previo  del  precio
correspondiente. 

DISPOSICIÓN FINAL
El  presente  acuerdo  de  ordenación  del  precio  público  ha  sido  aprobado  por  el

Ayuntamiento Pleno en sesión de fecha 21 de mayo de 2026 y entrará en vigor el  día
siguiente de su publicación en el B.O.P.

Sr. alcalde
No hi ha més punts en l'ordre del dia, però, davant dels fets ocorreguts esta setmana, en la
qual Israel ha segrestat a membres de la flotilla que es dirigien a fer la tasca humanitària a
Gaza, que ha afectat 13 espanyols, una de les quals és alcoiana, Neus Belda, hem acordat
els grups polítics del Partit Socialista, del Partit Popular, de Compromís i de Guanyar Alcoi
que es llegira una declaració referent a estos fets ocorreguts que passe a llegir.

L'Ajuntament d'Alcoi manifesta el seu suport i solidaritat amb la ciutadana Neus Belda Ferré,
així amb la seua família i entorn més pròxim després del seu segrest, i  de les altres 40
persones per part d'Israel, mentres participaven en una missió civil i humanitària formada per
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una desena d'embarcacions amb destí a Gaza. El consistori expressa la seua preocupació
davant  de  la  situació  que  estan  vivint  les  persones  integrants  d'aquestes  flotilles
internacionals, així com els seus familiars, i reivindica el respecte als drets humans, al dret
internacional  i  a  la  protecció  de  totes  aquelles  persones  que  participen  en  iniciatives
humanitàries  i  de  defensa  de  la  pau.  Així  mateix,  l'Ajuntament  d'Alcoi  reafirma  el  seu
compromís  amb  els  valors  de  la  convivència,  la  democràcia,  la  resolució  pacifica  dels
conflictes i la defensa de la dignitat humana. Mostra el seu rebuig davant qualsevol situació
de violència, guerra o vulneració dels drets fonamentals de les persones i denuncia l'acció
il·legal i contrària al dret internacional i als drets humans per part d'Israel.

L'Ajuntament d'Alcoi  condemna igualment  el  tracte humiliant  i  vexatori  denunciat  per les
persones integrants de la flotilla durant la seua retenció per les autoritats israelianes.  El
consistori considera incompatible amb els respectes a la dignitat humana qualsevol mena
d'humiliació,  coacció  o  menyspreu  cap  a  persones  que  participen  en  iniciatives  civils
humanitàries, i rebutja de manera contundent les actuacions i manifestacions públiques que
puguen contribuir a degradar o estigmatitzar a les persones retingudes, amb independència
de la seua nacionalitat o condició. Des de la responsabilitat institucional i des del respecte a
la  pluralitat  democràtica,  l'Ajuntament  vol  traslladar  un missatge d'unitat  al  voltant  de  la
protecció de la ciutadania i de la necessitat de continuar treballant per la pau, el diàleg i la
defensa dels drets humans arreu del món.

Simplement  afegir  que  el  Ministeri  d'Afers  Exteriors  ha  comunicat  este  matí  que,  degut
també a tota la pressió internacional, pareix que Israel anava a començar a la repatriació de
tots els integrants de les flotilles als seus respectius països. Pareix que prompte podrem
tindre ací a Espanya a Neus; esperem que així siga i que estiga en perfectes condicions.

No havent-hi més punts, s'alça sessió.

Y no habiendo más asuntos que tratar, la Presidencia cierra la sesión a las 13:19 horas, de
lo cual, como Secretaria, lo confirmo, extiendo esta acta, que firmo yo y el Sr. Presidente, en
prueba de conformidad.
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